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Resumen  

 

Este trabajo de investigación se realizó con la finalidad de analizar los procesos de 

organización alrededor del agua en el caso concreto del páramo Santurbán tanto de las 

comunidades campesinas como urbanas de los departamentos de Santander y Norte de Santander 

como un ejercicio de acción colectiva y resistencia social, estableciendo sus ganancias parciales 

con relación a la contención de la política estatal para lo cual fue necesario realizar un análisis 

crítico del discurso y un estudio de los marco de acción colectiva y los movimientos sociales.  El 

desarrollo de la política extractivista del país durante la última década centrada en la generación 

de confianza inversionista para las multinacionales mineras ha originada la explosión de 

conflictos socioambientales en Colombia, los cuales a la vez han permitido el desarrollo de 

procesos organizativos que buscan colocar un freno a los interés de las multinacionales y del 

estado colombiano, como ejemplo emblemática de la resistencia al avance de la minería se 

encuentra el páramo de Santurbán, debido a: primero es fuente de abastecimiento de agua 

potable a más de dos millones de habitantes, segundo la complejidad de su territorio tanto en sus 

relaciones sociales, económicas, culturales y ecológicas y tercero por el impulso de la 

movilización social regional y el alcance nacional de la misma.  

A través del ejercicio de investigación se pudo establecer que en Colombia existe 

una débil legislación ambiental y minera que ha sido una de las causas del desbocamiento de los 

conflictos, dichos conflictos se reflejan en: primero el uso del suelo y el uso del subsuelo donde 

el centro de disputa es si debe primar la explotación del subsuelo por parte del Estado o el uso 

del suelo dado por los campesinos, segundo la poca participación real de las comunidades 

involucradas, tercero la débil institucionalidad ha permitido la expedición de licencias sin mediar 
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un cumplimiento exhaustivo de la legislación ambiental, encontrando licencias en páramos y 

otros ecosistemas estratégicos; cuarto el territorio se convierte en centro de disputa entre el 

Estado, los pobladores del páramo y los pobladores urbanos que dependen del agua del 

ecosistema, quinto la no diferenciación entre la minera ilegal, artesanal y la gran minería, como 

sexto aspecto se encuentra la disputa por el ordenamiento territorial y la autonomía de los 

municipios, séptimo la necesidad de generar procesos de justicia ambiental y por último el papel 

del agua como derecho y bien común de las comunidades.  

 Por otro lado se logró establecer que existen procesos organizativos que 

corresponden a una acción colectiva centrada en la lucha por el agua y el territorio y que han 

ganado políticamente a través de la incidencia regional y nacional, jurídicamente con la 

delimitación del páramo y la sentencia 035 de la Corte Constitucional, a través de la 

movilización de recursos y la generación de una estructura en red. Quedan como retos de esta 

investigación analizar los ejercicios de resistencia en los territorios y como a partir de la acción 

colectiva se construyen ejercicios de dispersión de poder y alternativas de gobierno.  
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Abstrac  

 

This research work was conducted in order to analyze organizational processes 

around wáter in the concrete case of Santurban Moorland, both in rural and urban communities 

in the departments of Santander and Norte de Santander as an exercise of collective action and 

social resistance establishing its partial profits in relation with the containment of state policy, for 

which it was necessary to make a critical analysis of the discourse and a study of the framework 

of collective action and social movements. 

The development of the extractive policy of the country during the last decade 

focused on generating investor confidence for the mining multinationals has caused the 

explosión of social and environmental conflicts in Colombia, which have enabled the 

development of organizational processes that seek to put a brake to the interest of the 

multinationals and the Colombian State, as an emblematic example of the resistance of the 

mining advance, it´s found the Santurban Moorland, due to: First, it´s a source of supplying 

drinking wáter to more than two million inhabitants; second, the complexity of its territory,  in 

their social, economic, cultural and ecological relations and third by the impulse of social 

regional mobilization and national scope of the same. Through the exercise of investigation it 

could be established that in Colombia exists a weak environmental and mining legislation that 

has been one of the causes of runaway conflicts,such conflicts are reflected in: First, the use of 

land and subsoil where the center of dispute is whether to prioritize the explotation of the subsoil 

by part of the State or the use given by farmers. 

Second, a little real participation of communities involved, and third the weak 

institutions that have allowed the expedition of licenses without a thorough compliance with 
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environmental legislation, finding licenses in moorlands and other strategic ecosystems; fourth, 

the territory becomes a center of dispute between the State, the people of the moorland and urban 

people who depends on  wáter ecosystem;  fifth, non differentiation between ilegal, artisanal and 

large mining, as a sixth aspect it is found that the dispute of territorial arrangement and the 

autonomy of municipalities; seventh,  the need to generate processes of environmental justice 

and finally the role of wáter as a right and common good of communities. 

On the other hand, it was established that there are organizational processes that 

correspond to a collective action focused on the struggle for wáter and land and that have 

politically won through the regional and national incidence, legally the delimitation of the 

moorland and the judgment 035 of the Constitutional Court through resource mobilization and 

generation of a network structure.  Remain as challenges of this research to analyze the exercises 

of resistance in the territories and as from collective action exercises dispersión of power and 

government alternatives are built. 
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Introducción 

 

Las páginas escritas son el fruto del proceso investigativo desarrollado en los 

últimos tres años, a partir de la necesidad de comprender e involucrar la dimensión ambiental al 

análisis de la problemática social del país y como eje fundamental en las reivindicaciones de los 

movimientos sociales y políticos existentes en el país. Por lo tanto, esta investigación se 

convierte en un aporte tanto desde lo académico como desde lo político, para comprender la 

complejidad de los conflictos socioambientales en el país, pero también para potenciar la 

movilización social y ambiental que permita inicialmente frenar el avance de la política 

extractivista y a la vez posibilite la construcción de nuevas visiones del territorio y genere 

alternativas de poder desde lo local.   

En primer lugar frente a la política extractivista el desarrollo económico de 

nuestro país desde el segundo periodo presidencial de Álvaro Uribe Vélez a la actualidad ha 

estado enmarcado en convertir al país en una plataforma de inversión del capital extranjero en 

diversos renglones productivos dentro de los cuales ocupa un lugar preponderante la llamada 

“locomotora minero energética”, que no es otra cosa que la entrega de nuestros minerales y 

medios de vida a multinacionales para la extracción a cambio de las regalías pagadas por dichas 

compañías bajo la teoría que esto garantiza el crecimiento de la economía y que el Estado cuente 

con los recursos necesarios para el desarrollo de infraestructura y los programas sociales. En el 

mes de agosto del 2013, el ministro de minas y energía Federico Rengifo aseguró que el sector 

creció un 8.9%  siendo el primer receptor de inversión extranjera directa al recibir USD $8,455 

millones en el 2012. Igualmente se ha señalado que todos los renglones mineros vienen en 

aumento produciendo 20% más carbón que en el 2010, lo que nos convirtió en el primer 
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productor de América Latina y el décimo en el mundo, también se está produciendo 23% más 

oro, 5% más níquel y cuatro veces más mineral de hierro. (Arias, 2013).  

Sin embargo, el desarrollo de la locomotora minero energética ha generado una 

serie de discusiones, discrepancias y análisis tanto en las multinacionales extractivistas como en 

las comunidades campesinas e indígenas presentes en las zonas donde se han concebido las 

licencias de exploración y/o de explotación; y en las comunidades urbanas aledañas que 

dependen del agua existentes en estas zonas para poder vivir. Debido a las problemáticas de 

carácter político, económicas, culturales, sociales, el considerable número de denuncias sobre las 

condiciones laborales de los empleados de las multinacionales, los graves impactos ambientales 

de las explotaciones ya instaladas y el hecho de entregar concesiones de exploraciones en 

parques, reservas naturales o en territorios indígenas, la desviación de causes hídricos, entre 

otros; al 2014 se han registrado  95 territorios con conflictos socio ambientales donde el 

desarrollo de los proyectos se encontraron “con formas de producción campesina y sociedades 

híbridas que dependen en buena medida de los servicios ambientales provistos por la naturaleza, 

con lo cual se intensificaron en forma significativa los conflictos e injusticias socio-ambientales” 

(Pérez Rincón , 2014, pág. 65).  

 Los resultados de la investigación desarrollada por Pérez al analizar los 95 

conflictos socioambientales      

 “permiten concluir que el sector extractivo explica buena parte de los conflictos ambientales; que 

existe una clara relación entre la cantidad e intensidad de los conflictos y el modelo de desarrollo 

extractivo de los últimos gobiernos; que los principales grupos afectados son las comunidades 

pobres; que existe gran dualidad para resolver los conflictos: por un lado la violencia persistente y 

por otro, el uso de los mecanismos institucionales y legales. Esto muestra la bipolaridad de la 
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sociedad colombiana que se enmarca en los extremos entre negociación, juridicidad y violencia.” 

(Pérez Rincón , 2014, pág. 65 ) 

Ante esta problemática, los campesinos, indígenas, afrodescendientes y  

pobladores urbanos han venido desarrollando procesos organizativos en defensa de sus medios 

de vida especialmente el suelo, el territorio y el agua; desarrollando estrategias variadas como la 

realización de plebiscitos para someter a voto popular la presencia de las multinacionales en sus 

territorios, acciones jurídicas, actos simbólicos, manifestaciones, protestas, movimientos 

sociales, a lo largo y ancho del país donde algunas comunidades han ganado la batalla al menos 

parcialmente, el caso más emblemático ha sido el reconocimiento del páramo de Santurbán en 

Santander y Norte de Santander como área protegida sumado a la sentencia de la Corte 

Constitucional frente a la protección de los páramos y la restricción a la minería en dichos 

ecosistemas.    

El complejo de Santurbán Almorzadero posee más de 100000 ha y provee agua 

potable a las ciudades capitales de Bucaramanga y Cúcuta y por los menos 45 municipios más 

dependen de los nacimientos en dicho complejo para satisfacerse de agua potable al respecto el 

periódico el tiempo señala:  

 “El páramo de Santurbán está localizado en los departamentos de Norte de Santander (72%) y 

Santander (28%), con una extensión de 150.000 hectáreas (ha) ubicadas entre los 2800 y los 4900 

metros sobre el nivel del mar. El principal servicio ambiental de Santurbán es la generación de 

agua, que alimenta los acueductos de 48 municipios para 2,2 billones de habitantes. El páramo 

tiene una riqueza muy grande en flora, especialmente la gran variedad de musgos, que capturan el 

agua y que alimentan las lagunas y las cuencas del páramo; en fauna, como venados y cóndores, y 

una riqueza paisajística envidiable”. (Maya, 2013)  
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Ante el conflicto socio ambiental generado y la necesidad de agua por parte de los 

pobladores urbanos y como resultado de los procesos de movilización generados en la región en 

enero del 2013 se declara al páramo como Parque Nacional Regional con una extensión de 

11700 ha protegidas;  que no equivalen ni al 10% de la zona total del páramo, de las cuales el 

82% poseen títulos mineros, la multinacional Eco Oro antes Greystar posee títulos sobre 6200 

ha, seguida por Continental Gold con 1000 ha. Posteriormente en el año 2014 nuevamente se 

delimita el páramo esta vez sobre la cota de los 3100 msnm (anexo 1 y 3) perdiendo más o 

menos el 50% de su extensión y sin prohibir ni revocar las licencias mineras en dicho territorio, 

estos hechos fueron denunciados por los delegados del comité en defensa del páramo de 

Santurbán en la audiencia pública realizada en el Congreso de la República.  

Esta delimitación también ha generado contradicciones entre los campesinos que 

habitan el páramo históricamente que tienen como base económica la agricultura y ganadería de 

subsistencia y/o la minería artesanal;  con el comité por el agua y la defensa del páramo de 

Santurbán por el otro lado  de carácter principalmente urbano, cuyo proceso organizativo y de 

movilización ha sido alrededor del agua y el rechazo a la minería en el páramo. Los campesinos 

señalan como responsables al comité de las restricciones impuestas por el Ministerio de Medio 

Ambiente al desarrollo de sus formas económicas, lo que ha generado tensiones y conflictos en 

la región.  

Adicionalmente la Corte Constitucional con la sentencia C- 035 de febrero 8 del 

2016 (anexo 2), que acusan los dos planes de desarrollo de Juan Manuel Santos, para la ley 1450 

de 2011 (PND 2010- 2014) Art 108, y la Ley 1753 de 2015 (PND 2014- 2018) Artículos 20, 49, 

50, 51, 52, 153  los cuales hacen referencia a la exploración y explotación minera y a la 

protección de los páramos (Sentencia C-035, 2016), colocando un freno a la política minera de 
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Juan Manuel Santos y dejando sin piso las licencias mineras y ambientales expedidas antes del 

2012 en zonas estratégicas principalmente en los páramos, ante lo cual se han anunciado 

demandas de varias multinacionales al Estado colombiano.  

En esta medida como problema de investigación se considera analizar los procesos 

de organización alrededor del agua en el caso concreto del páramo Santurbán tanto de las 

comunidades campesinas como urbanas de los departamentos de Santander y Norte de Santander 

como un ejercicio de acción colectiva y resistencia social, como sus ganancias parciales con 

relación a la contención de la política estatal.    

Se  tomó como estudio de caso el páramo de Santurbán como ejemplo 

emblemático de conflicto pero también de acciones colectivas y movilización que se han 

desarrollado a través del comité por el agua y la defensa del páramo de Santurbán con 

expresiones municipales que coordinan las actividades en los dos departamentos.  

“El comité se crea en el 2000 pero desde el año 2010 ha cobrado relevancia como “oposición 

colectiva a la extracción de oro a cielo abierto en el Páramo de Santurbán argumentando los 

riesgos ambientales que esta actividad representa, la inviabilidad ambiental, técnica, social, 

jurídica y económica del Proyecto Angostura, ante el incumplimiento de las obligaciones del 

Estado colombiano al otorgar títulos mineros a particulares en zonas de conservación estratégica, 

y la actitud criminal de la empresa  Greystar Resources Ltda  al presentar un plan de manejo 

ambiental acomodado a sus intereses económicos, que aseguraba falsamente la no destrucción del 

páramo y la no contaminación de las aguas. Este proceso de resistencia ha incluido sectores 

sociales como sindicatos, estudiantes y profesores, vendedores ambulantes, organizaciones 

sociales y ambientales defensoras de DD HH, medios de comunicación, comerciantes, y sectores 

de la empresa privada.” (Programa de Comunicación, Arte y Cultura, 2012) 
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Esta investigación se considera relevante como un ejercicio interdisciplinario 

debido a que se tomaron elementos de análisis desde la economía, las ciencias políticas, la 

sociología, la etnografía y la ecología política sumando elementos propios de las ciencias exactas 

como la ecología y la teoría ecosistémica, con la finalidad de comprender como un eje 

fundamental en la línea de investigación de poder y política  la complejidad de los ejercicios de 

movilización social y de resistencia de las comunidades ante el avance de la locomotora minero 

energética, identificando las variables que confluyen en los territorios que se convierten en 

centros de disputa entre las comunidades y las multinacionales y el Estado, a la vez que 

representan dos modelos económicos, sociales y culturales diferentes y al parecer antagónicos 

entre sí. Adicionalmente, se requiere estudiar este tipo de casos como aporte a los análisis de los 

movimientos y resistencias sociales en Colombia, especialmente  a las luchas alrededor de un 

medio de vida esencial como el agua, y en contra de la política extractivista. 

Se formula como pregunta de investigación ¿Cómo los ejercicios de resistencia 

social y acción colectiva alrededor del páramo de Santurbán han logrado contener el avance de la 

política extractivista en dicho territorio? para lo cual fue necesario analizar ¿cuál es el origen y 

estructura de las organizaciones tanto rurales como urbanas que se han desarrollado para 

defender el agua como media de vida?, ¿Cómo se ha desarrollado el proceso de organización de 

las comunidades? ¿Cuáles son los principales conflictos socioambientales de la región?, ¿Cuáles 

son las principales demandas o reivindicaciones de las organizaciones? ¿Cuáles han sido las 

reivindicaciones ganadas? ¿Cómo se ha desarrollado el proceso de movilización social?  ¿Cuáles 

son las representaciones simbólicas del agua en estas comunidades? ¿Cuáles son las  relaciones 

existentes entre los dominados (campesinos y habitantes urbanos) y opresores (multinacionales y 
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estado)? ¿Cuál ha sido el papel del Estado y las instituciones involucradas? ¿Qué papel han 

jugado las ONGS ambientalistas y las redes ambientales?  

Partiendo de la pregunta de investigación este trabajo se realizó bajo la siguiente 

hipótesis: alrededor del Páramo de Santurbán, se ha generado una resistencia social por la 

defensa del agua como derecho y bien común, esta resistencia posee las características de una 

acción colectiva dada su estructura orgánica como su incidencia política, jurídica, simbólica y 

social logrando denunciar los intereses de la multinacional Eco Oro y del Estado Colombiano 

obteniendo una victoria parcial con la delimitación del páramo y la sentencia de la corte 

constitucional con lo cual se ha logrado contener la aplicación de la política extractivista. 

    

A la vez se formuló como objetivo: analizar tanto las acciones como la estructura 

organizativa alrededor de la defensa del agua y del páramo de Santurbán como un ejercicio de 

resistencia y movilización social del territorio en contra de la megamineria. Para lo cual se 

trabajó como objetivos específicos: analizar la política minera y ambiental del país como punto 

de partida; comprender los conflictos socioambientales existentes alrededor del impulso de la 

megamineria en el país y específicamente en el páramo de Santurbán; analizar la estructura 

organizativa del comité por el agua y la defensa del páramo de Santurbán, identificar los diversos 

mecanismos de movilización social que se han realizado alrededor de la defensa del páramo; 

interpretar las implicaciones políticas, sociales y culturales que han surgido en los departamentos 

de Santander y Norte de Santander a partir del proceso organizativo propio y sus impactos en la 

política nacional. 
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El camino recorrido desde: el análisis crítico del discurso, la acción colectiva y los 

movimientos sociales.   

Para el desarrollo de la investigación fue necesario analizar varios aspectos en el 

proceso de movilización social desarrollado alrededor del páramo de Santurbán en contra de los 

proyectos megamineros y en defensa del agua y el territorio. Por un lado fue necesario establecer 

los diferentes momentos: origen o tensiones, oportunidad y momento político, relaciones 

simbólicas y sociales, estructura o redes de organización, tiempos y temporalidad, resultados o 

avances en el proceso de movilización, espacialidad y territorialidad de la acción, participación 

de mujeres tanto en la base como en la dirección de la organización, movilización de recursos, 

cambios generados en la identidad y subjetividad colectiva, estableciendo si se trataba de una 

acción colectiva o si correspondía a un movimiento social. 

A la vez resulto pertinente analizar la relación simbólica que se establece con el 

agua como centro de lucha y de articulación entre las comunidades rurales y urbanas de 

Santander y Norte de Santander. Así mismo,  fue necesario establecer el mapa actual de los 

conflictos ecológicos y sociales generados a partir del desarrollo de la política extractivista,  

logrando caracterizar las problemáticas en común, los choques o conflictos entre la política 

minera y ambiental en el país y a la vez establecer los niveles de articulación existentes entre los 

diferentes procesos de movilización en contra de la minera. 

 Por último es necesario analizar tanto el discurso dentro del movimiento social, la 

opinión pública generada y el discurso de los representantes del estado de orden regional como 

nacional, para esto se recurrió al análisis crítico del discurso en la lectura de las noticias 

publicadas tanto en diarios de circulación regional como nacional; los artículos de opinión y los 

comunicados emitidos por el comité para la defensa del páramo de Santurbán y el agua.     
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Para alcanzar los objetivos de dicho análisis y caracterización del movimiento 

social en el páramo de Santurbán se tendrán en cuenta los siguientes referentes metodológicos: 

análisis crítico del discurso, acciones colectivas y movimientos sociales. 

Análisis crítico del discurso 

 La perspectiva de análisis de los discursos tanto del Estado, los medios de 

comunicación y los participantes del ejercicio de resistencia será el análisis crítico del discurso, 

teniendo en cuenta que el análisis crítico del discurso se define como:   

“un tipo de investigación analítica sobre el discurso que estudia primariamente el modo en que el 

abuso del poder social, el dominio y la desigualdad son practicados,  reproducidos, y 

ocasionalmente combatidos, por los textos y el habla en el contexto social y político. El análisis 

crítico del discurso, con tan peculiar investigación, toma explícitamente partido, y espera 

contribuir de manera efectiva a la resistencia contra la desigualdad social.”  (Van Dijk, 1999, 

pág. 23).  

A la vez se debe considerar que el Análisis Crítico del Discurso (ACD):  

“no es tanto una dirección, escuela o especialidad similar a las numerosas «aproximaciones» 

restantes en los estudios del discurso como un intento de ofrecer una «manera» o «perspectiva» 

distintas de teorización, análisis y aplicación a través de dicho entero campo de investigación. 

Cabe encontrar una perspectiva más o menos crítica en áreas tan diversas como la pragmática, el 

análisis de la conversación, el análisis narrativo, la retórica, la estilística, la sociolingüística 

interaccional, la etnografía o el análisis de los medios, entre otras”. (Van Dijk, 1999, pág. 23) 

De esta manera el ACD se convierte en una herramienta para el análisis 

interdisciplinario que requieren este tipo de problemas a investigar. A la vez la caracterización 

del ACD señala que el investigador no se relega como académico, bajo una supuesta mirada 
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objetiva, sino que desde el análisis crítico se entiende el papel en la sociedad y se estudia su 

relación con ella para la trasformación. Al respecto  Van Dijk señala:  

“Crucial para los analistas críticos del discurso es la conciencia explícita de su papel en la 

sociedad. Prolongando una tradición que rechaza la posibilidad de una ciencia «libre de valores», 

aquéllos argumentan que la ciencia, y especialmente el discurso académico, son inherentemente 

partes de la estructura social, por la que están influidos, y que se producen en la interacción 

social. En lugar de denegar o de ignorar las relaciones entre el trabajo académico y la sociedad, 

los analistas críticos proponen que tales relaciones sean estudiadas y tomadas en consideración, y 

que las prácticas académicas se basen en dichas observaciones. La elaboración de teoría, la 

descripción y la explicación, también en el análisis del discurso, están «situadas» 

sociopolíticamente, tanto si nos gusta como si no. La reflexión sobre su papel en la sociedad y en 

la vida política se convierte así en constituyente esencial de la empresa analítica del discurso”. 

(Van Dijk, 1999, pág. 23) 

Frente al papel en la trasformación del investigador en este tipo de metodología 

señala:  

“Aspiran a producir conocimiento y opiniones, y a comprometerse en prácticas profesionales que 

puedan ser útiles en general dentro de procesos de cambio político y social, y que apoyen en 

particular a la resistencia contra el dominio social y la desigualdad. Lo cual significa que los 

investigadores críticos con frecuencia estarán al lado de los distintos grupos y gentes socialmente 

dominados en el mundo, por los que preferirán trabajar y con quienes se declararán solidarios. El 

abuso de poder de los grupos e instituciones dominantes puede en tal caso ser «críticamente » 

analizado desde una perspectiva que es coherente con la de los grupos dominados. El ACD es así 

una investigación que intenta contribuir a dotar de poder a quienes carecen de él, con el fin de 

ampliar el marco de la justicia y de la igualdad social. (Van Dijk, 1999, pág. 24) 
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Según Fairclough y Wodak (1994) citado por (Van Dijk, 1999, pág. 24 )  resumen 

los principios del ACD:  

“1. El ACD trata de problemas sociales. 

2. Las relaciones de poder son discursivas. 

3. El discurso constituye la sociedad y la cultura. 

4. El discurso hace un trabajo ideológico. 

5. El discurso es histórico. 

6. El enlace entre el texto y la sociedad es mediato. 

7. El análisis del discurso es interpretativo y explicativo. 

8. El discurso es una forma de acción social.” 

Dentro de estos principios básicos el Análisis Crítico del Discurso, establece una 

relación directa entre los niveles macro sociales y micro sociales, que generalmente se desliga en 

los análisis discursivos acríticos al respecto se señala: En la realidad social de la interacción y de la 

experiencia cotidianas, los fenómenos de los niveles micro y macro forman un todo unificado. Para el 

autor la diferenciación va a depender de la focalización de nuestro análisis; y existen múltiples niveles 

intermedios de análisis (mesoniveles). (Van Dijk, 1999)    

Para enlazar dichos niveles interpretativos y explicativos es necesario establecer 

algunas conceptualizaciones básicas que nos permiten generar dichos vínculos según  Van Dijk 

dichos marcos son:  

ñMiembro de un grupo. Los actores sociales, y por tanto también los usuarios del lenguaje, se 

involucran en el texto y en el habla al mismo tiempo como individuos y como miembros de 

variados grupos sociales, instituciones, gentes, etc” (Van Dijk, 1999, pág. 25) 

ñRelaciones entre acci·n y proceso. Lo anterior no es sólo cierto para los actores sociales, sino 

también para sus mismas acciones…, las acciones de los niveles más bajos pueden conformar 
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directa o indirectamente procesos sociales o relaciones sociales globales entre grupos”. (Van Dijk, 

1999, pág. 25 ) 

ñContexto y estructura social. Los participantes actúan en situaciones sociales, y los usuarios del 

lenguaje se implican en el discurso dentro de una estructura de constreñimientos que ellos 

consideran o que hacen relevante en la situación social, esto es, en el contexto. Pero la situación 

social es ella misma parte de un «entorno » social más vasto, tal como las instituciones, los 

períodos cronológicos, los lugares, las circunstancias sociales, y los sistemas”. (Van Dijk, 1999, 

pág. 25) 

ñRepresentaciones sociomentales. Además de estos aspectos sociales de los vínculos micro-

macro, no deberíamos tampoco olvidar la crucial dimensión cognitiva. En cierto sentido dicha 

dimensión mental hace posibles los restantes vínculos. Los actores, las acciones y los contextos 

son tanto contractos mentales como constructos sociales. Las identidades de la gente en cuanto 

miembros de grupos sociales las forjan, se las atribuyen y las aprehenden los otros, y son por 

tanto no sólo sociales, sino también mentales. Los contextos son constructos mentales (modelos) 

porque representan lo que los usuarios del lenguaje construyen como relevante en la situación 

social. La interacción social en general, y la implicación en el discurso en particular, no 

presuponen únicamente representaciones individuales tales como modelos (p.e. experiencias, 

planes); también exigen representaciones que son compartidas por un grupo o una cultura, como 

el conocimiento, las actitudes y las ideologías. De suerte que encontramos el nexo faltante entre 

lo micro y lo macro allí donde la cognición personal y la social se reúnen, donde los actores 

sociales se relacionan ellos mismos y su acciones (y por consiguiente su discurso) con los grupos 

y con la estructura social, y donde pueden actuar, cuando se lanzan al discurso, en tanto que 

miembros de grupos y de culturas”. (Van Dijk, 1999, pág. 26) 

En este tipo de análisis del discurso es central la noción de poder, específicamente 

del poder social de grupos o instituciones, teniendo como base tres aspectos fundamentales: 
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Primero, que el acceso a formas específicas de discurso, p.e. las de la política, los medios o la 

ciencia, es en sí mismo un recurso de poder. En segundo lugar,  nuestras mentes controlan 

nuestra acción; luego si somos capaces de influenciar la mentalidad de la gente, p.e. sus 

conocimientos o sus opiniones, podemos controlar indirectamente (algunas de) sus acciones. Y, 

en tercer lugar, puesto que las mentes de la gente son influidas sobre todo por los textos y por el 

habla, descubrimos que el discurso puede controlar, al menos indirectamente, las acciones de la 

gente, tal y como sabemos por la persuasión y la manipulación. (Van Dijk, 1999) 

Acerca de la relación ente el discurso el poder y la dominación Van Dijk señala:  

“Cerrar el círculo del discurso-poder significa, por último, que aquellos grupos que controlan los 

discursos más influyentes tienen también más posibilidades de controlar las mentes y las acciones 

de los otros. El ACD se centra en la explotación de tal poder,  y en particular en el dominio, esto 

es, en los modos en que se abusa del control sobre el discurso para controlar las creencias y 

acciones de la gente en interés de los grupos dominantes. En otras palabras, el dominio puede ser 

definido como el ejercicio ilegítimo del poder”. (Van Dijk, 1999, pág. 26) 

A partir de esa relación discurso, poder y dominio surgen tres preguntas básicas 

para el ACD: “¿Cómo los grupos (más poderosos) controlan el discurso?  ¿Cómo tal discurso 

controla la mente y la acción de los grupos (menos poderosos), y ¿cuáles son las consecuencias 

sociales de este control?” (Van Dijk, 1999, pág. 27), para responder estas tres preguntas, es 

necesario un ejercicio interdisciplinario que dé cuenta, de las relaciones existentes, superando los 

límites de disciplinas como la lingüística, la sociología, las ciencias políticas, entre otras.  
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Acciones colectivas y movimientos sociales  

Se hace necesario realizar un análisis estructural al interior de los movimientos 

sociales y a la vez realizar un análisis de los marcos de movilización. Según Jiménez las acciones 

colectivas y los movimientos sociales han superado las teorías y metodologías dedicadas en a su 

estudio al no responder a las múltiples variables que se colocan en juego, sin embargo, en las 

últimas décadas han surgido dos escuelas que han contribuido en la generación de nuevos 

instrumentos tanto teóricos como metodológicos al análisis de la acción colectiva, dichas 

escuelas son la escuela norteamericana y la escuela europea, la primera basada en la noción de 

estrategia y la segunda en la noción de identidad (Jimenez Solares).   

En América latina desde finales del siglo XX e inicios del siglo XXI tras la 

profundización de la injerencia capitalista a partir de la implementación de los paquetes 

económicos y sociales del neoliberalismo, los pueblos latinoamericanos han desarrollado nuevas 

formas de manifestación y movilización, que empiezan a analizarse y que se distancian de la 

teoría de movimientos sociales. 

 

    Escuela Norteamericana. 

 

La escuela norteamericana desarrolla un enfoque  de individualismo 

metodológico con dos variantes: la elección racional y la movilización de recursos que 

comparten elementos en común. La elección racional “se preocupa por la relación existente entre 

los intereses individuales y la acción colectiva, concentrándose y poniendo énfasis en las 

decisiones del individuo. La elección racional como teoría construye lo colectivo a partir de lo 

privado  e individual” (Jimenez Solares, pág. 9). Por otro parte la movilización de recursos es 

una teoría que parte del análisis de las organizaciones, no de los individuos.  
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“Las acciones colectivas y los movimientos sociales son, por tanto, organizaciones; la 

organización constituye un elemento necesario para este enfoque, éstas se mueven en un contexto 

de un mercado donde los recursos son limitados y siempre en disputa. Así, la movilización es el 

proceso donde los grupos organizados se apropian de recursos, los controlan y canalizan para 

lograr y alcanzar cambios sociales.” (Jimenez Solares, pág. 12) 

Partiendo del análisis de la estructura del comité por el agua y la defensa del 

páramo de Santurbán, frente a los análisis estructurales en el marco de la movilización de 

recursos se señalan como ejes estructurales a evaluar:  

ñEstructuras de oportunidad y riesgo: como la caracterización de los principales elementos del 

entorno, que influyen en las posibilidades de que la acción colectiva tenga o no éxito. Estos elementos 

se agrupan en cuatro campos de interacción que pueden denominarse estructuras de oportunidad y 

riesgo: político, jurídico, social y simbólico” (Instituto Popular de Capacitación, 2003).  

a) ñEstructura de oportunidad y riesgo pol²tico: comprende la posibilidad de alinear a terceros, la 

probabilidad de alterar el proceso político normal, elecciones en organismos públicos, estructura de 

partidos políticos, alianzas políticas, la articulación de intereses, estabilidad política y los puntos de 

apertura o eclosión del sistema político formal”. (Instituto Popular de Capacitación, 2003)  

b) “Estructura de oportunidad jurídica: es necesario realizar un balance de las normas existentes y un 

mapa de aliados y oportunidades y a la vez un análisis de la estrategia jurídica”. (Instituto Popular 

de Capacitación, 2003) 

c) ñEstructura de oportunidad simb·lica: entendida como el conjunto de relaciones que posibilita o no 

la construcción de una red, de cierta estabilidad, de signos y significados, materializados y puestos en 

escena a través de estilos de vida y prácticas culturales específicas”. (Instituto Popular de 

Capacitación, 2003)  

d) ñEstructura de oportunidad social: este aspecto está relacionado con la facilidad con la cual, un 

conglomerado poblacional cualquiera, teje relaciones de cooperación y coordina colectivamente sus 
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acciones, construyendo para ello, diferentes estrategias organizativas.” (Instituto Popular de 

Capacitación, 2003) 

La movilización de recursos genera una clasificación de la acción colectiva 

dependiendo de la complejidad de sus organizaciones: “organización social, movimiento social, 

organización de movimientos sociales, industria de los movimientos sociales y sector de 

movimientos sociales” (Jimenez Solares, pág. 13 ), cabe resaltar para nuestro caso de 

investigación el enfoque de redes desarrollado por Kasee y Morris “que concibe a la acción 

colectiva y los movimientos sociales como manifestaciones de redes socioespaciales latentes, 

cuyo elemento aglutinador son sobre todo comunidades de valores” citado por (Jimenez Solares, 

pág. 13).  Igualmente para los movimientos latinoamericanos se señala:  

“Los movimientos actuales rehúyen el tipo de organización taylorista (jerarquizada, con división 

de tareas entre quienes dirigen y ejecutan), en la que los dirigentes estaban separados de sus 

bases. Las formas de organización de los actuales movimientos tienden a reproducir la vida 

cotidiana, familiar y comunitaria, asumiendo a menudo la forma de redes de autoorganización 

territorial”. (Zibechi, 2007, pág. 25) 

Sin embargo, la movilización de recursos presenta limitaciones como:  

“Primero, identificar a la acción colectiva con organización. Si bien la mayoría de las acciones 

muestran formas visibles de organización, quedan fuera todas aquellas expresiones de acción 

colectiva que no muestran señales visibles de organización. En segundo lugar, al considerar a la 

acción colectiva como una por la apropiación de los recursos y la racionalidad estratégico – 

instrumental. En tercer lugar, al presuponer que en la lucha por la apropiación de los recursos para 

la movilización el acceso a ellos es igualitario, deja de lado la existencia de la dominación 

política” (Jimenez Solares, págs. 14-15).   

 



29 

 

    Escuela europea.  

 

La escuela europea gira alrededor de las identidades creadas o transformadas en 

el marco de la acción colectiva:   

 “En comparación con la escuela estadounidense de la movilización de recursos, acentúan más en 

los factores de ideario y el proyecto histórico de los movimientos sociales como sujetos. Afirman 

que la aparición de los nuevos movimientos tiene que ver con las transformaciones fundamentales 

de la vida societal contemporánea.” (Jimenez Solares, pág. 15) 

Una de las variantes de la escuela europea es el accionismo que señala:  

 “La sociedad descansa en la acción social, que por definición es colectiva, es por entero producto 

de sus relaciones sociales. La sociedad es un sistema capaz de transformarse y reproducirse. 

Cuanto más compleja es la sociedad, se manifiesta en formas menos mecánicas, aparecen más 

zonas de incertidumbre y la innovación, la disidencia y la imaginación cobran renovados 

impulsos.” (Jimenez Solares, pág. 16) 

“El accionismo le da especial relevancia: en un primer nivel: a) la historicidad, entendida como la 

capacidad de la sociedad para actuar sobre sí misma; b) el sistema de acción histórica, como el 

conjunto de orientaciones sociales y culturales que hacen posible la historicidad; c) las relaciones 

de clase como la lucha por el control de la historicidad y del sistema de acción histórica.” 

(Jimenez Solares, pág. 17) 

En un segundo nivel de análisis. “consiste en explorar los elementos vinculados 

con el sistema institucional o sistema político y el conjunto de las organizaciones sociales. El 

primer y el segundo nivel conforman el análisis de sistema y de la estructura social” (Jimenez 

Solares, pág. 17).  
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Un tercer nivel de análisis está centrado en los conflictos alrededor de los dos 

primeros niveles de análisis y la capacidad de transformación de las relaciones de poder, al 

respecto se señala: 

“El tercer nivel de análisis, está formado por los movimientos sociales o conductas situadas  al 

nivel del campo de la historicidad, es decir, el conflicto al seno del sistema de acción histórica y 

las relaciones de clase; y formado también, por el cambio social o paso de un campo de 

historicidad a otro y, por tanto cambios en el sistema de acción histórica, en las relaciones de 

clase, en el sistema político y en la organización social.” (Jimenez Solares, pág. 17) 

Por lo tanto a partir de estos niveles de análisis una acción colectiva tiene tres 

principios básicos: primero la identidad y la construcción de identidades en sí, segundo la 

oposición y tercero la totalidad que implica la construcción de un proyecto que pueda o no 

romper con la historicidad (Jimenez Solares) 

 

En el desarrollo de los movimientos sociales latinoamericanos Zibechi señala con relación  

a la historicidad:  

“Ya no se trata de movimientos sociales sino de sociedades enteras que se han puesto en marcha. 

Por abajo, millones de hombres y mujeres, impulsados por la necesidad, llevan dos décadas en 

movimiento; y en ese mover-se, cambian ellos cambiando el mundo. A tal punto que América 

Latina se ha convertido en faro y esperanza para muchas personas en muchas partes del mundo.” 

(Zibechi, 2007, pág. 15).   

En los nuevos movimientos sociales Latinoamericanos se han incluido otras 

características para el análisis como la autonomía, la formación de intelectuales, el papel de la 

mujer y la relación con la naturaleza. La autonomía es una característica común en los 

movimientos latinoamericanos entendida como “que buscan la autonomía, tanto de los Estados 
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como de los partidos políticos, fundada sobre la creciente capacidad de los movimientos para 

asegurar la subsistencia de sus seguidores” (Zibechi, 2007, pág. 23) 

 La formación de intelectuales se caracteriza por realizarse al interior de los 

movimientos sociales y bajo la pedagogía de educación popular, Zibechi lo define como:  

“La capacidad para formar sus propios intelectuales. El mundo indígena andino perdió su 

intelectualidad como consecuencia de la represión de las insurrecciones anticoloniales de fines del 

siglo XVIII y el movimiento obrero y popular dependía de intelectuales que le trasmitían la 

ideología socialista «desde fuera», según el modelo leninista. La lucha por la escolarización 

permitió a los indios manejar herramientas que antes sólo utilizaban las élites, y redundó en la 

formación de profesionales indígenas y de los sectores populares, una pequeña parte de los cuales 

se mantienen vinculados cultural, social y políticamente a los sectores de los que provienen. En 

paralelo, sectores de las clases medias que tienen formación secundaria y a veces universitaria se 

hundieron en la pobreza. De esa manera, en los sectores populares aparecen personas con nuevos 

conocimientos y capacidades que facilitan la autoorganización y la autoformación.” (Zibechi, 

2007, pág. 24) 

Frente al papel de las mujeres toman relevancia en los nuevos movimientos 

sociales donde la mujer a la vez que construye nuevas alternativas desde la cotidianidad empieza 

a ejercer un papel central en la organización de los movimientos sociales ya que son los que 

sustentan las estructuras básicas de los movimientos social al respecto Zibechi  plantea:  

“El nuevo papel de las mujeres es otro rasgo común. Mujeres indias se desempeñan como 

diputadas, comandantes y dirigentes sociales y políticas; mujeres campesinas y piqueteras ocupan 

lugares destacados en sus organizaciones. Esta es apenas la parte visible de un fenómeno mucho 

más profundo: las nuevas relaciones que se establecieron entre los géneros en las organizaciones 

sociales y territoriales que emergieron de la reestructuración de las últimas décadas.” (Zibechi, 

2007, pág. 24)  
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“En las actividades vinculadas a la subsistencia de los sectores populares e indígenas, tanto en las 

áreas rurales como en las periferias de las ciudades (desde el cultivo de la tierra y la venta en los 

mercados hasta la educación, la sanidad y los emprendimientos productivos) las mujeres y los 

niños tienen una presencia decisiva. La inestabilidad de las parejas y la frecuente ausencia de los 

varones, han convertido a la mujer en la organizadora del espacio doméstico y en aglutinadora de 

las relaciones que se tejen en torno a la familia, que en muchos casos se ha transformado en 

unidad productiva, donde la cotidianeidad laboral y familiar tienden a reunirse y fusionarse. En 

suma, emerge una nueva familia y nuevas formas de re-producción estrechamente ligadas, en las 

que las mujeres representan el vínculo principal de continuidad y unidad.” (Zibechi, 2007, pág. 

25) 

La relación con la naturaleza que supera la consigna de tierra para quien la trabaje 

y tiene que ver con la lucha por los medios de vida: 

“Consiste en la preocupación por la organización del trabajo y la relación con la naturaleza. Aún 

en los casos en los que la lucha por la reforma agraria o por la recuperación de las fábricas 

cerradas aparece en primer lugar, los activistas saben que la propiedad de los medios de 

producción no resuelve la mayor parte de sus problemas. Tienden a visualizar la tierra, las 

fábricas y los asentamientos como espacios en los que producir sin patrones ni capataces, donde 

promover relaciones igualitarias y horizontales con escasa división del trabajo, asentadas por lo 

tanto en nuevas relaciones técnicas de producción que no generen alienación ni sean depredadoras 

del ambiente” (Zibechi, 2007, pág. 25) 

En el mismo sentido Rauder señala:  

“Los procesos actuales de resistencia y luchas populares se centran en la defensa de la vida que- 

en este momento, en este continente-, dignifica la defensa de la tierra, del agua, de los bosques, de 

las fuentes de carbón, de petróleo, y del aire mismo, y todo esto presupone la defensa- 



33 

 

recuperación de la soberanía de la nación y de la nación misma, reinventándola 

simultáneamente.” (Rauber, 2003, pág. 39) 

Frente a los tiempos y temporalidad de  la acción el Instituto Popular de 

Capacitación señala:  

“Toda acción colectiva, subyace un sentido del tiempo que determina en gran parte el objetivo de 

la acción que se puede evidenciar en la lógica, a partir de la cual están determinadas las metas a 

alcanzar y los cronogramas respectivos de trabajo. La acción colectiva constituye un fenómeno 

histórico, que a su vez afecta socialmente la percepción de la temporalidad y el sentido de la 

acción humana, en la cual se construye, deconstruye y reconstruye la historicidad misma de la 

sociedad.  Para el análisis del  tiempo es necesario detallar la temporalidad objetiva y la 

temporalidad subjetiva.” (Instituto Popular de Capacitación, 2003)  

Por otro lado se requiere evaluar los efectos o resultados pertinentes alcanzados 

por la acción colectiva y su incidencia en las esferas del poder y la trasformación de los 

subsistemas político y socioeconómico o cultural. Al mismo tiempo dentro de las categorías 

estructurales se señala la espacialidad y territorialidad de la acción, esta categoría va más allá de 

la ubicación espacial de la acción colectiva sino de las interacciones que se desarrollan a su 

interior, como también el análisis de la escala de la acción.  

Igualmente Zibechi señala la territorialidad como un elemento principal donde es 

evidente como se generan poderes alternativos ya sea en las tierras ocupadas como en el 

movimiento sin tierra, las fábricas o las comunidades indígenas:  

“O sea de su arraigo en espacios físicos recuperados o conquistados a través de largas luchas, 

abierta o subterránea. Es la respuesta estratégica de los pobres a la crisis de la vieja territorialidad 

de la fábrica y la hacienda, y a la reformulación por parte del capital de los viejos modos de 

dominación. La desterritorialización productiva (a caballo de las dictaduras y las contrarreformas 



34 

 

neoliberales) hizo entrar en crisis a los viejos movimientos, fragilizando sujetos que vieron 

evaporarse las territorialidades en las que habían ganado poder y sentido. La derrota abrió un 

período, aún inconcluso, de reacomodos que se plasmaron, entre otros, en la reconfiguración del 

espacio físico. El resultado, en todos los países aunque con diferentes intensidades, características 

y ritmos, es la reubicación activa de los sectores populares en nuevos territorios ubicados a 

menudo en los márgenes de las ciudades y de las zonas de producción rural intensiva.” (Zibechi, 

2007, pág. 22).  

A la vez, Zibechi señala como la característica principal a la territorialidad: 

“De todas las características mencionadas, las nuevas territorialidades son el rasgo diferenciador 

más importante de los movimientos sociales latinoamericanos, y lo que les está dando la 

posibilidad de revertir la derrota estratégica. A diferencia del viejo movimiento obrero y 

campesino (en el que estaban subsumidos los indios), los actuales movimientos están 

promoviendo un nuevo patrón de organización del espacio geográfico, donde surgen nuevas 

prácticas y relaciones sociales. La tierra no se considera sólo como un medio de producción, 

superando una concepción estrechamente economicista. El territorio es el espacio en el que se 

construye colectivamente una nueva organización social, donde los nuevos sujetos se instituyen, 

instituyendo su espacio, apropiándoselo material y simbólicamente.” (Zibechi, 2007, pág. 26) 

La ligazón a los territorios ha generado un proceso de la organización  que se 

diferencia ampliamente de los procesos organizativos jerarquizados propios tanto del capitalismo 

como de muchos partidos de izquierda como lo señala Rauber:  

“La polémica y el redimensionamiento de la organización a partir de la redefinición del concepto 

de representación, desde una dimensión sociopolítica que prioriza la participación directa de la 

ciudadanía a través de sus territorios, haciendo de lo territorial, de ese modo, un ámbito 

protagonista, y escenario de la disputa y la construcción sociopolítica tanto en lo referente a 
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conciencia colectiva como a la organización y proyecto de transformación.” (Rauber, 2003, pág. 

34) 

La última característica estructural que señala el IPC es: “la identidad donde se 

asume a los movimientos sociales como sujetos históricos que pretenden agenciar el cambio 

social” (Instituto Popular de Capacitación, 2003).  La identidad del movimiento social, se puede 

reforzar a partir de estrategias simbólicas, que le otorguen cohesión y reconocimiento.  

La identidad en Latinoamérica se ha unido a la revaloración de la cultura en el 

marco de la multiculturalidad al respecto Zibechi señala:  

“La política de afirmar las diferencias étnicas y de género, que juega un papel relevante en los 

movimientos indígenas y de mujeres, comienza a ser valorada también por los viejos y los nuevos 

pobres. Su exclusión de facto de la ciudadanía parece estarlos induciendo a buscar construir otro 

mundo desde el lugar que ocupan, sin perder sus rasgos particulares. Descubrir que el concepto de 

ciudadano sólo tiene sentido si hay quienes están excluidos, ha sido uno de los dolorosos 

aprendizajes de las últimas décadas. De ahí que la dinámica actual de los movimientos se vaya 

inclinando a superar el concepto de ciudadanía, que fue de utilidad durante dos siglos a quienes 

necesitaron contener y dividir a las clases peligrosas.” (Zibechi, 2007, pág. 23) 

Los movimientos sociales en América latina han sido influenciados por tres 

corrientes políticas que les han dado una identidad pero a la vez han generado una 

multiculturalidad y diversidad:  

“las comunidades eclesiales de base vinculadas a la teología de la liberación, la insurgencia 

indígena portadora de una cosmovisión distinta de la occidental y el guevarismo inspirador de la 

militancia revolucionaria. Estas corrientes de pensamiento y acción convergen dando lugar a un 

enriquecedor «mestizaje», que es una de las características distintivas de los movimientos 

latinoamericanos”. (Zibechi, 2007, pág. 26) 
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     Actores sociales. 

 

Como actor social se considera a todos aquellos capaces de construirse como 

sujetos en medio de un proceso de transformación, distinguiendo entre actores sociales y actores 

sociopolíticos.       

Frente al papel de los actores políticos o sociopolíticos Rauber señala:  

“En Latinoamérica no existe hoy ningún actor social, sociopolítico o político que pueda por si 

solo erigirse como sujeto de la transformación, éste resulta necesariamente un plural- articulado 

que se configura y expresa como tal sujeto en tanto se articula como sujeto popular… en tal 

sentido, el desafío pasa por eliminar la fractura partido- clase- pueblos. (Rauber, 2003, págs. 11-

12) 

Para Rauber dicha fractura partido –clase- pueblo se origina en:  

“La base de una fractura originaria entre clase y partido de la clase, importada y heredada de la 

tradición política hegemónica del pensamiento de la izquierda europea, que a su vez reducía a la 

clase (el proletariado)a la clase obrera industrial y consideraba a ésta como el único sujeto 

(histórico) de la revolución social, en nuestras latitudes – salvo excepciones- se ignoraron las 

realidades socioculturales, económicas y políticas, que se correspondían a nuestra diversidad 

étnica y de desarrollo, adoptándose mayoritariamente una postura doctrinaria que –

contradictoriamente a los llamamientos de Carlos Mariátegui- fue “calco y copia” en lugar de 

creación heroica.” (Rauber, 2003, pág. 46) 

 

       Los actores sociopolíticos.   

 

En primer lugar se requiere una articulación que abarca el conjunto de sectores 

oprimidos, explotados, discriminados y excluidos por el sistema, considerándolos también 
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potencialmente capaces de constituirse en sujetos a partir de su intervención en el proceso de 

resistencia y lucha por la sobrevivencia, que se anuda radicalmente con la transformación del 

sistema que estructura las actuales sociedades latinoamericanos. (Rauber, 2003) 

En segundo lugar, esto se relaciona de modo directo con las problemáticas y 

tareas que ese sujeto en proceso de constitución tiene que enfrentar, que lo lleva a tomar 

conciencia de la necesidad de cambiar integralmente la realidad en la que vive, y a proponer 

nuevas bases sobre las cuales va a reorganizar la sociedad en la que desea vivir. (Rauber, 

2003) 

 

    Actores sociales.  

 

Los actores sociales serian todos aquellos grupos, sectores, clases, 

organizaciones o movimientos que intervienen en la vida social en aras de conseguir 

determinados objetivos propios sin que ello suponga precisamente una continuidad de su 

actividad como actor social, ya sea respecto a sus propios intereses como a apoyar las 

intervenciones de otros actores sociales. (Rauber, 2003) 

Estrictamente hablando, cada uno de los actores, aisladamente, no puede llegar 

a ser sujeto. El concepto de sujeto, en este sentido, tanto sujeto de la transformación del todo 

social, presupone la articulación de los diferentes actores comprometidos en ella, es, por tanto, 

plural y múltiple. (Rauber, 2003) 

 Ligado al papel de la organización se encuentra el rescate o construcción de 

nuevos valores al respecto Rauder señala al referirse a la Confederación de Nacionalidades 

Indígenas del Ecuador: “la resistencia activa a la conquista- despojo, plasmada, entre muchas 
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labores, en aquellas que apostaron a formar hombres y mujeres de sus pueblos y capacitarlos, en 

primer lugar, para que sepan rescatar sus valores y sabidur²as propiosò (Rauber, 2003, pág. 38) 

Así mismo Harneker señala al referirse al movimiento sin tierra que la ocupación 

de las tierras: “permite aglutinar a las familias campesinas y hacerlas vivir en carne propia la 

importancia de la organización para llevar adelante una ocupación exitosa y luego poder 

sobrevivir”. (Harnecker, 2002, pág. 88) 
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Política minera: fuente de conflictos  

 

El presente capitulo pretende esbozar los principales elementos de la política 

minera tanto a nivel internacional como a nivel nacional, haciendo especial énfasis aquellos 

aspectos que han configurado los conflictos socioambientales en el país. Por lo tanto se analiza 

los efectos de generar una economía basada en el extractivismo, el régimen de renta minera, los 

postulados alrededor de la industria minera presentes en los dos planes de desarrollo de Juan 

Manuel Santos, entre otros.  

 

Política internacional  

La explotación de recursos naturales en el mundo, ha sido una constante en el 

desarrollo de la humanidad debido a la necesidad de obtención de energía adicional iniciando 

desde el fuego, el trabajo humano, el carbón y en el último periodo los combustibles fósiles. 

Adicionalmente, los desarrollos tecnológicos y el comercio también requieren de otros minerales 

como el cobre, el hierro, el oro, la plata, el coltán, entre otros.  El arranque del siglo XXI ha dado 

un importante empuje a la explotación de estos minerales principalmente por la demanda de los 

países asiáticos.  

Desde la década de los 90’s han venido en aumento tanto la explotación de 

minerales como los precios internacionales como lo señala el informe de Tendencias de 

exploración mundial: Un informe especial del Metals Economics Group para la convención 

internacional del PDAC. (Metals Economic Group, 2012) Como se muestra en la figura  1. 
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Figura 1: Total mundial de explotación por no- ferrosos 

Fuente:  http://www.convencionminera.com/perumin31/images/perumin/recursos/OLD/Exploraci%D0%B2n% 

20MEG%20Tendencias%20de%20la%20exploraci%D0%B2n%20mundial.pdfuente MEG 2012.  

Estos recursos naturales se encuentran principalmente en África y Latinoamérica, 

donde grandes multinacionales mineras han centrado sus intereses para poder extraer dichos 

recursos.  Al respecto el mismo informe señala:  

“América Latina sigue siendo el destino más popular para exploración, atrayendo 25% del gasto 

mundial en 2011, con seis países -México, Chile, Perú, Brasil, Colombia y Argentina- acaparando 

la mayor parte del total regional. Animados por un fuerte crecimiento en la exploración de oro en 

Colombia, Guyana, Brasil y México, la proporción de asignaciones dirigidas al oro de América 

Latina aumentó en 2011.” (Metals Economic Group, 2012, pág. 3) 

 

 

 

http://www.convencionminera.com/perumin31/images/perumin/recursos/OLD/
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    Maldición de los recursos y enfermedad holandesa.  

 

La minería ha recobrado su papel protagónico en varios países latinoamericanos 

pero se destacan Perú, Chile y Colombia por el hecho de tomar el extractivismo como un eje 

central del desarrollo de su economía al menos en los últimos diez años. Además, el análisis de 

Cancino señala que estos países pueden estar presentando en diferentes escalas los fenómenos de 

la maldición de los recursos y la enfermedad Holandesa: 

“El concepto de maldición de los recursos naturales se empleó originariamente para designar los 

infortunios provocados por la gravitación de poderosos intereses extranjeros y locales sobre las 

riquezas naturales de los países más débiles, sometidos a la dominación colonial o semicolonial.  

Esta concepción sigue siendo vigente hoy en día alrededor de recursos estratégicos como el 

petróleo que ha generado invasiones y guerras civiles en varios países pero a la vez de este 

enfoque político de la maldición de los recursos hoy se le suman las implicaciones económicas 

que la existencia de los recursos implican para el desarrollo de los países.  Dichas implicaciones 

económicas son la aparente relación inversa entre la riqueza y abundancia de recursos naturales 

de un país y su desarrollo económico.” (Cancino Cadena, 2012, pág. 62)  

Los estudios de Prebish y Singer (1950) y Lewis (1954) citados por Cancino: 

“demostraron con evidencia empírica y argumentos teóricos, la distribución asimétrica de las 

ganancias en el comercio mundial entre el “centro industrializado” y la “periferia” sub 

industrializada, concluyendo en la necesidad para los países periféricos de dar un impulso 

deliberado a la industrialización, promover la difusión homogénea del progreso técnico y la 

diversificación productiva. Así, la escasez de capital y tecnología sería más bien consecuencia del 

patrón de desarrollo especializado en exportaciones de bienes primarios, que favorece el traslado 

de la mayor parte del excedente económico producido a las potencias industriales y sus empresas. 

La especialización primario exportadora ayuda a afianzar la dependencia de las importaciones 
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industriales para los países exportadores de materias primas y a frustrar la plena utilización de su 

fuerza laboral, manteniendo altos niveles de desempleo y bajos salarios, con lo cual se refuerza la 

tendencia al deterioro de los precios relativos de sus exportaciones tradicionales.” (Cancino 

Cadena, 2012, pág. 63) 

Es decir, que las altas tasas de retorno de la actividad primario exportadora hace 

decaer cualquier otra forma de actividad productiva y transforman la actividad de los agentes 

económicos en una lucha por la captura de las rentas del recurso natural.  

La enfermedad Holandesa está ligada a la maldición de los recursos al cambiar la 

destinación de los recursos, originada en los incentivos cambiarios para el crecimiento de las 

actividades que no compiten con las importaciones, lo cual altera la composición de la 

producción a favor de los sectores no transables de baja productividad. De esta manera se 

destruye la empresas innovadoras y deteriora los ingresos internos y en consecuencia el bienestar 

social y la posibilidad de desarrollo, ya que la caída de los ingresos de la producción transable 

internacionalmente y las demás actividades del sector no exportador de recursos naturales pronto 

llegan a sobrepasar el aumento de los ingresos provenientes de la exportación de estos últimos. 

(Cancino Cadena, 2012) 

Para el caso colombiano las expectativas están centradas en la exploración y 

explotación de oro principalmente, el cual a nivel mundial es explotado por diez multinacionales 

principalmente (Tabla 1) según la revista carta financiera (Revista carta financiera, 2013)  

Dichas multinacionales tienen algo en común en el momento de determinar su 

ingreso a un país para la explotación de los recursos naturales: la evaluación del capital a invertir 

y segundo el riesgo de la inversión tanto en la exploración como en la explotación. En este 

segundo punto es donde ingresan las políticas de los países productores de minerales frente a las 

ventajas que generan a los inversionistas que para el caso colombiano ha denominado “confianza 
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para la inversión extranjera”, que es el sistema de concesiones, pero que actualmente para 

Latinoamérica se enfrenta a procesos de nacionalización de la producción minera en algunos 

países.  

 

Tabla 1: Las 10 mineras más grandes del mundo 

Rank Compañia Ticker  Mark 
Cap 

P/E  Gcia ´12 (millones) Extracción 
(millones) 

1 GoldCorp GG 20,97 B 14,59 usd 1.749,00 67,93 ton 

2 Barrick Gold ABX 18,60 B N/A usd -665,00 210,4 ton 

3 Newmont NEM 15,23 B 9,32 usd 2.118,00 141,1 ton 

4 Newcrest NCM 11,24 B 14,45 usd 793,00 58,77 ton 

5 Polyus Gold PLZLY 9,22 B 9,65 usd 980,00 47,57 ton 

6 Yamana AUY 7,83 B 20,86 usd 442,00 33,71 ton 

7 AngloGold AU 6,63 B 2316 usd 849,00 111,81 ton 

8 Kinross KGC 6,01 B N/A usd -2.509,00 74,2 ton 

9 Agnico 
Eagles 

AEM 4,81 B 18,75 usd 310,90 NN 

10 Eldorado EGO 4,79 B 24,94 usd 318,00 18,69 ton 

Fuente: http://www.cartafinanciera.com/commodities/las -top-10-mineras-de-oro/ 
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Frente al régimen de concesión minera Padilla señala como ejemplo a seguir a 

Chile, donde las concesiones mineras están regidas por la Ley Orgánica Constitucional de 

Concesiones Mineras- LOCCM  y el código minero cuya finalidad es facilitar la extracción 

minera y generar garantías a los inversionistas (Padilla Ormello, 2012). Igualmente Agacino, 

Gonzalez y Rojas (1998) citados por Padilla señalan “la LOCCM y el nuevo código de minería, 

constituyen un entramado jurídico institucional que favorece a los capitales privados domésticos 

y extranjeros con garantías casi sin precedentes en otros campos de la actividad económica o 

financiera” (Padilla Ormello, 2012, pág. 39).  

De este modo el régimen de concesiones ha logrado que  

“cualquier empresa, sea de capitales nacionales, extranjeros o mixtos, por un mero acto judicial 

declarativo puede adquirir el dominio privado de duración indefinida sobre las riquezas mineras 

concesibles en un territorio susceptible de concesión, para ello solo requiere cumplir, además de 

los trámites formales menores el régimen de amparo (pago de patentes anuales).” (Padilla 

Ormello, 2012, pág. 40) 

Por lo anterior no es extraño que las mineras multinacionales señalen a Chile 

como el ejemplo a seguir por los países que tienen importantes yacimientos mineros, dicho 

ejemplo lo han seguido con el apoyo del Banco Mundial y de Canadá: Ecuador, Colombia, 

México, Perú, entre otros, que en los últimos años han cambiado la legislación minera para 

cubrir de garantías a las trasnacionales en el marco de los Tratados de Libre Comercio- TLC.  

 

Política nacional  

Colombia ha tomado la minería a gran escala como uno de sus ejes fundamentales 

del desarrollo económico del país centrado en la generación de la confianza inversionista tanto 
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en los gobiernos de Álvaro Uribe Vélez  como de Juan Manuel Santos lo cual se refleja en los 

planes nacionales de desarrollo y en los cambios a la legislación minera y ambiental para tal fin.  

 

    Plan nacional de desarrollo: prosperidad para todos.  

  

En el Plan Nacional de Desarrollo, 2010- 2014: Prosperidad para Todos” se 

definen las locomotoras para el crecimiento y la generación de empleo: nuevos sectores basados 

en la innovación, agropecuaria y desarrollo rural, infraestructura de transporte, desarrollo minero 

y expansión energética y vivienda y ciudades amables.  

ñLa quinta locomotora de crecimiento es el sector minero-energético. Es innegable que este 

sector es y será en los próximos años uno de los ejes centrales de la economía colombiana. Las 

actividades de exploración y explotación de petróleo en el país se han disparado en los últimos 

años y contamos con una inmensa riqueza minera, especialmente carbonífera. En 2009, la 

participación del sector minero-energético en la inversión extranjera directa total fue de casi 80%, 

y en las exportaciones totales ésta ya supera el 50%.” (República de Colombia. Departamento 

Nacional de Planeación, 2011, p. 208). 

“La estrategia para potenciar el desarrollo del sector minero-energético colombiano en los 

próximos años se fundamenta en tres necesidades básicas. En primer lugar, promover  la 

inversión nacional y extranjera en el sector, con reglas de juego claras y un mejoramiento en el 

entorno de negocios. En segundo lugar, consolidar el desarrollo de clusters basados en bienes y 

servicios de alto valor agregado en torno a los recursos minero-energéticos. Y en tercer lugar, 

diseñar e implementar políticas para enfrentar los retos que se derivan de una situación de auge de 

recursos naturales. Estos retos son: el manejo ambiental, la gestión y el buen uso de los recursos, 

y las políticas para enfrentar la volatilidad y tendencia revaluacionista de la tasa de cambio. En 

relación con la gestión de recursos, sobresale la importancia de aprovechar los ingresos de 

regalías para fomentar el desarrollo y la convergencia regional en el país.” (República de 
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Colombia. Departamento Nacional de Planeación, 2011, p. 208) 

Igualmente en el plan de desarrollo se señala que:  

“La inversión extranjera directa en el sector aumentó en un 74% pasando de USD$1.783 a 3.094 

millones de 2006 a 2009. Gracias a esto, hoy en día el sector minero ocupa el segundo renglón en 

las exportaciones del país, las cuales ascendieron a USD$13.786 millones en el 2009, siendo el 

carbón, el ferroníquel y el oro los principales productos.” (República de Colombia. 

Departamento Nacional de Planeación, 2011, p. 279). 

En el mismo Plan de Desarrollo, se reconoce los avances realizados por el 

gobierno de Álvaro Uribe Vélez señalando:  

“Los últimos 4 años, el Gobierno se enfocó en realizar una serie de ajustes al Código de Minas, 

Ley 685 de 2001, de los cuales pueden destacarse los siguientes: la disminución en los plazos de 

prórroga de la concesión minera, pasando de 30 a 20 años, la inclusión de procesos de selección 

objetiva para la entrega de áreas y el nuevo plazo para la legalización de la minería tradicional. 

Adicionalmente, se aumentó el conocimiento del subsuelo realizando 27.000 km en promedio por 

año, alcanzando una cobertura del 51% del país en geología básica, 34% en geoquímica y 6,27% 

en geofísica en escalas 1:100.000, siendo éste un insumo esencial para la adecuada explotación y 

aprovechamiento de nuestros recursos mineros.” (República de Colombia. Departamento 

Nacional de Planeación, 2011, pág. 279).  

Considerando los avances de su antecesor el plan de desarrollo 

“Prosperidad para Todos” coloca como eje central la reforma a la institucionalidad 

minera con el fin de incrementar la confianza inversionista a la vez que señala como 

único responsable de los efectos ambientales y la mala imagen de la minería a la 

extracción ilegal. Al respecto en el documento se señala:  
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“Considerando este panorama, se requiere adelantar una serie de reformas para consolidar y 

materializar las inversiones en el sector, y así posicionar a Colombia como un país minero a nivel 

mundial. En este sentido, es primordial focalizar los esfuerzos en configurar una institucionalidad 

que sea capaz de responder al dinamismo del sector, teniendo en cuenta la problemática existente 

en todos los niveles de la cadena productiva. De la misma manera, es prioritario erradicar la 

extracción ilícita de minerales, la cual ha producido una mala percepción de la sociedad 

colombiana hacia el sector minero, debido a los daños causados al medio ambiente y a la 

sociedad” (República de Colombia. Departamento Nacional de Planeación, 2011, págs. 

279- 280 ).  

Es pertinente señalar que para mejorar la institucionalidad del sector en el primer 

gobierno del presidente Santos se impulsa un nuevo código minero, pero este es declarado 

inconstitucional por la Corte al no haber cumplido con los requisitos de consulta previa en las 

comunidades étnicas.  

Frente a la minería ilegal en la ley1450 del 2011 por medio de la cual se expide el 

Plan Nacional de desarrollo “Prosperidad para Todos” se establece en su articulado: 

“Artículo 106: CONTROL A LA EXPLOTACIÓN ILICITA DE MINERALES. A partir de la 

vigencia de la presente ley, se prohíbe en todo el territorio nacional, la utilización de dragas, 

minidragas, retroexcavadoras y demás equipos mecánicos en las actividades mineras sin título 

minero inscrito en el Registro Minero Nacional” (Ley 1450, 2011, pág. 35).   

En el artículo 107 contempla la necesidad de diferenciar la minería informal de la 

minería ilícita, para lo cual se debe crear a los mineros informales un mínimo vital y una vida 

digna (Ley 1450, 2011, pág. 35); cabe resaltar que dicha distinción aún no se ha llevado a cabo y 

como consecuencia no existe un disfrute de los derechos básicos por parte de los mineros 
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artesanales y por lo tanto estos han sido despojados o se han transformado en obreros de grandes 

empresas mineras. 

Las áreas estratégicas mineras están definidas en el artículo 108, cabe resaltar que 

este artículo hace parte de los artículos impugnados en la sentencia C- 035 de la Corte 

Constitucional en el año 2016:  

“ARTÍCULO 108. RESERVAS MINERAS ESTRATÉGICAS. La autoridad minera determinará 

los minerales de interés estratégico para el país, respecto de los cuales podrá delimitar áreas 

especiales en áreas que se encuentren libres, sobre las cuales no se recibirán nuevas propuestas ni 

se suscribirán contratos de concesión minera. Lo anterior con el fin de que estas áreas sean 

otorgadas en contrato de concesión especial a través de un proceso de selección objetiva, en el 

cual la autoridad minera establecerá en los términos de referencia, las contraprestaciones 

económicas mínimas distintas de las regalías, que los interesados deben ofrecer.” (Ley 1450, 

2011, pág. 35).   

 

    Plan nacional de desarrollo todos por un nuevo país.  

 

El actual plan nacional de desarrollo denominado por el gobierno “todos por un 

nuevo país. Paz, equidad y educación” establece como pilares fundamentales del desarrollo del 

país la paz, la equidad y la educación. A la vez inscribe la minería en el renglón de economía 

verde y le asigna un presupuesto que supera los 78 billones de pesos. (Departamento Nacional de 

Planeación, 2014) 

Frente a la pequeña minería el PND establece la figura de subcontratación 

(artículo 19), ante el que posea el titulo minero, es decir los pequeños mineros que formalicen o 

legalicen su actividad, están sujetos a que si ya existe título minero otorgado debe subyugarse a 

la figura de subcontratación, sin importar el tiempo que el pequeño minero lleve  explotado dicho 
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territorio. Igualmente dicho artículo señala el mecanismo de conciliación para la devolución de 

un título minero, y el otorgamiento de títulos a pequeños mineros y a la minería tradicional. (Ley 

1753, 2015, pág. 11) 

Igualmente, en el artículo 20 de PND se señalan las áreas de reserva para el 

desarrollo de la minería, para esto la autoridad nacional minera determinará tanto los minerales 

estratégicos como la definición de áreas de yacimiento, en dichas áreas se realizará un proceso de 

selección objetiva. (Ley 1753, 2015, pág. 13) 

El plan nacional de desarrollo pretende cerrar los conflictos ambientales generados 

por la explotación de minerales con la inclusión en el artículo 20:  

 “En casos de superposiciones de áreas entre yacimientos no convencionales y títulos mineros, en 

virtud de un acuerdo operacional, la Autoridad Minera Nacional autorizará la suspensión de los 

títulos mineros sin afectar el tiempo contractual.  

Ante la suspensión del título minero por la causal antes señalada, el titulo minero podrá solicitar  la 

modificación del instrumento de control ambiental, incluyendo un capítulo de cierre temporal. La 

autoridad ambiental tramitará dicha modificación.  

No podrán ser áreas de reservas para el desarrollo minero, las delimitadas como paramos y 

humedales.  

Parágrafo Primero. Las áreas estratégicas mineras creadas con base en el artículo 108 de la Ley 

1450 del 2011 mantendrán su vigencia pero se sujetaran al régimen previsto en el presente artículo.” 

(Ley 1753, 2015, págs. 14- 15).  

Del mismo modo el PND establece la clasificación de la minería (artículo 21) 

en subsistencia, pequeña, mediana y grande, sin embargo en el siguiente artículo establece 

como condicionamiento la capacidad económica para entregar una concesión o título minero. 



50 

 

A la vez modifica en el artículo 27 los cánones de concesión para la exploración minera en el 

territorio nacional ( (Ley 1753, 2015). Los valores se observan en la tabla 2.  

Tabla 2: Canón Superficiario 

 

Fuente: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Prensa/LEY%201753%20DEL%2009% 

20DE%0JUNIO%20DE%202015.pdf 

Aunque en los dos planes de desarrollo se hace una diferencia entre la minería 

ilegal y la pequeña minería, informal o artesanal, en la práctica no existen en la actualidad 

políticas públicas que les permitan a esos pequeños mineros, mantener su actividad económica 

sino que han sido despojados de los territorios mineros o convertidos de manos de obra barata y 

calificada.  

 

Situación económica actual  

La economía nacional venía en crecimiento desde el año 2010 y uno de los 

factores asociado era la inversión extranjera directa IED, sin embargo la economía colombiana 

viene en retroceso desde el año 2014, uno de los factores asociados han sido los precios 

internacionales del petróleo, carbón y oro sumado a la devaluación del peso colombiano, factores 

todos asociados al modelo de economía extractivista y que se desarrollan a continuación 

https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Prensa/LEY%201753%20DEL%2009%25
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La inversión extranjera directa (IED) en Colombia según el Banco de la 

República (Cancino Cadena, 2012, p. 64) “salto a los 10000 millones USD, desde una base de 

cerca de 2000 millones USD en 2003, que subió a 3000 millones USD en 2004. Luego retrocedió 

un poco a cifras entre 7000 y 9000 millones en los dos años siguientes a 2005, alcanzó un nivel 

cercano a los 11000 millones USD en 2008, para situarse alrededor de los 8000 y 9000 millones 

USD durante los dos años siguientes”.  

El aumento de esta IED entre los años 2003 a 2012 ha tenido como destino la 

explotación de hidrocarburos y la minería cuya participación paso del 21% al 85% entre los años 

2000 y el 2010, sin embargo, en los últimos años los flujos de capital empiezan a revertirse, pues 

la repatriación de utilidades de los inversionistas extranjeros supera la nueva inversión 

corriéndose el riesgo en convertirse Colombia en un exportador de capital y a la minería en el 

mecanismo para descapitalizar el país.  

Por otro lado, la participación de la minería en el Producto Interno Bruto (PIB) ha 

venido creciendo rezagando a otros sectores como la producción de alimentos y la industria 

nacional. Esto se manifiesta en el aumento de la participación en las exportaciones del sector 

minero que pasaron del 46% para el año 2000 al 65% en el 2010, esto acentúa el carácter 

primario- extractivo de la oferta exportadora del país, lo que la convertido en una economía 

vulnerable a la variación de los precios de los commodities y de la demanda mundial, la cual se 

ha venido reduciendo en el caso de los hidrocarburos por el uso del  franking por USA, bajando 

los precios del petróleo alrededor de los 20 USD por barril, y en el caso del oro y carbón por la 

crisis en China que ha disminuido drásticamente la importación de materias primas. Como 

consecuencias: el PIB, en los últimos dos años no ha alcanzado el porcentaje esperado; la 

devaluación del peso colombiano con relación al dólar; los recortes al presupuesto general de la 
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nación en los últimos dos años; el incremento de la inflación y del índice de precios al 

consumidor IPC.  

Minería y renta fiscal  

Con el auge de la minería el valor de los impuestos y las regalías percibidas ha 

venido en aumento, sin embargo el aumento fiscal no es significa tivo frente a las ganancias 

extraordinarias de las multinacionales mineras, además de la tendencia a disminuir el cobro de 

regalías con el argumento de mejorar los incentivos para atraer la inversión extranjera. Es así 

como Cancino señala:  

“Bajo las nuevas concepciones neoliberales, los inversionistas del sector minero aspiran a recibir 

el mismo tratamiento fiscal que el de los otros sectores que no explotan los recursos naturales no 

renovables y sus aportes al Estado tienden a limitarse, cada vez más, al pago de impuestos de 

cualquier actividad económica” (Cancino Cadena, 2012, pág. 69).    

Adicionalmente una de las mayores debilidades fiscales es la falta de control 

eficaz sobre los volúmenes de producción reportadas por las empresas extranjeras al respecto se 

señala: 

“Grandes operadores extranjeros como Drummond (carbón) y BHP Billiton (níquel) suelen 

presentar inconsistencias tanto en las cifras básicas como en las regalías pagadas. Sumado a esto, 

existen las exenciones impositivas que van desde la exoneración de gravámenes departamentales 

y municipales hasta cuantiosas exenciones sobre la adquisición de activos nuevos. Dichas 

exenciones le han costado al Estado entre 1000 y 2000 millones de USD anuales, lo que equivale 

a 75%  de lo pagado en regalías por un año por las empresas mineras” (Cancino Cadena, 2012, 

pág. 70).  
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Minería y trabajo  

Otro de los aspectos de valor de retorno que debe ser analizado es la generación de 

empleo y los ingresos laborales generados por las empresas mineras. Es así, como a pesar del 

aumento significativo en la participación del sector minero en las exportaciones, su participación 

en el empleo total han sido modestos. Según Acosta (2010) citado por Cancino:  “En Colombia 

el empleo representa menos del 8% del PIB de la minería y cerca el 3% de los hidrocarburos ” 

(Cancino Cadena, 2012, pág. 71), así mismo Ruiz (2007) indica que “los costos laborales giran 

alrededor del 7% del ingreso total del sector o menos, correspondiendo solo 40% de estos a 

mano de obra directa” (Cancino Cadena, 2012, pág. 71).  Igualmente tampoco el incremento de 

las ganancias del sector minero se ve reflejado en un incremento salarial a los trabajadores 

mineros, como lo han denunciado los sindicatos y trabajadores de Multinacionales como la 

Drummond, Pacific Rubiales, entre otras.  

A manera de conclusión Cancino señala:  

“En primer lugar, supone que el único uso posible del recurso minero es su venta a otros como 

materia prima y descarta su transformación industrial con la incorporación de valor agregado 

nacional que produzca efectos multiplicadores en la economía y propicie diversificación y 

progreso técnico. Segunda, desestima por completo las llamadas “externalidades negativas” como 

el daño ambiental, la mayor parte irreversible, o el desplazamiento de otras actividades 

económicas generadoras de riqueza y empleo, al igual que el sobreconsumo de agua, al que no se 

le asigna ningún valor, como si se tratara de un recurso inagotable, pese a la evidencia de lo 

contrario. Por último ni siquiera  tiene en cuenta el elemental costo de agotamiento del recurso 

minero, que por definición no es renovable.” (Cancino Cadena, 2012, pág. 72).  
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Minería y salud  

En Latinoamérica son aún escasos los estudios sobre el impacto de la minería en la 

salud tanto de los trabajadores como de las comunidades aledañas, sin embargo, un estudio 

analizó los impactos de la minería en la población infantil en Zamora, Chinchipe en la frontera 

entre Ecuador y Perú, evidenciando un desajuste emocional en los infantes debido básicamente a 

las dinámicas familiares y comunitarias donde la violencia es predominante, a la vez encontraron 

que dicho desajuste emocional era más elevado en las zonas de minería a gran escala que en las 

zonas de minería artesanal. (Solíz, Maldonado, & Valladares, 2012) 

 Igualmente el estudio señala:  

“La población de cualquier zona minera o actividad extractiva intensa, sea ésta fronteriza o no 

está sometida a una múltiple exposición donde los químicos son solo uno de los elementos de 

unan exposición tan compleja.   

La población se encuentra expuesta a lo que se ha denominado “triple exposición”,  que se padece 

frente a químicos como el mercurio y el cianuro. Esta exposición se da en tres ámbitos: a) el 

ambiente laboral, de quienes realizan los trabajos extractivos; b) el ambiental familiar o 

doméstico, pues las casa se construyen en el mismo espacio de la actividad extractiva y se valen 

de los ríos donde se vierten los desechos y los escombros; y c) en el ambiente construido, ya que 

las casas se convierten en espacios de exposición al almacenar en ellas las sustancias toxicas.” 

(Solíz, Maldonado, & Valladares, 2012, pág. 86)    

Por otro lado esa exposición compleja favorece el despojo de las comunidades que 

habitan dichos territorios, al respecto se señala “la salud y el proceso de salud- enfermedad se 

expresa en la corporeidad y la psique humana pero sus orígenes como fenómeno colectivo- se 

ubican en procesos histórico- sociales” (Idárraga Franco, 2012, pág. 99).  
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Conflictos de la política minera  

                  En primer lugar, queda claro como los cambios desarrollados a la política minera en 

Colombia desde el 2002 con el gobierno de Álvaro Uribe y profundizados en el actual gobierno 

de Juan Manuel Santos, han respondido a los interés de las grandes multinacionales mineras, 

permitiendo la extracción de materiales para la exportación en bruto de los mismos limitando los 

ingresos de la nación al pago de impuestos y las regalías cada vez más limitados; que en un 

inicio han permitido un incremento de la economía reflejado en la inversión extranjera directa y 

el aumento del producto interno bruto; sin embargo, ha generado una economía dependiente del 

extractivismo donde ya se empiezan observan indicios de la enfermedad holandesa.  

 

En segundo lugar el país no cuenta con una legislación e institucionalidad fuerte, 

al cambiar la política el Estado se vio desbordado ante la solicitud de licencias, sumado al hecho 

de no existir una cartografía suficiente de los recursos existentes, lo que ha provocado el 

fenómeno de las “licencias exprés” que no es sino la aprobación de la licencia al primero que la 

presente sin un análisis profundo ni de los recursos otorgados ni los conflictos socioambientales 

que se puedan generar. Adicionalmente la falta de institucionalidad también es vivida en el 

sector ambiental donde no existen ni los medios ni las instituciones fuertes que permitan hacer 

un seguimiento a las licencias ya expedidas y una mayor rigurosidad a la revisión de los estudios 

de impacto ambiental, esto ha llevado a que se han asignado licencias en ecosistemas 

estratégicos y hasta en áreas restringidas como los parques nacionales, la política ambiental será 

analizada en el siguiente capítulo, dada la importancia de la misma en la ebullición de conflictos 

socioambientales existentes en el país.  
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Política ambiental 

La relación ser humano – Naturaleza desde hace muy pocos años hace parte de las 

ciencias sociales, ya que se daba por hecho la disponibilidad de recursos naturales para el 

desarrollo de nuestras sociedades. Sin embargo, el carácter altamente depredador del sistema 

capitalista ha reducido considerablemente los medios naturales ha llevado a estudiar y 

comprender otras formas de relacionarse con la naturaleza a la vez que han ganado mayor 

impulso los movimientos ambientalistas de carácter local como global.  

 

Por un lado el avance de la globalización y la aplicación de políticas neoliberales 

han generado una serie de consecuencias:  

“1) la redefinición del espacio, 2) la reorganización del territorio en relación con sus recursos 

naturales y ambientales (tangibles e intangibles), 3) los estudios milimétricos de las poblaciones y 

sus cuerpos, y el ejercicio de un nuevo poder a través de una vigilancia constante mediante el 

desarrollo e implementación de las nuevas tecnologías de la información y 4) el acceso sin 

restricción a todo tipo de recurso natural, ya sea ambiental, minero o humano, del cual pueda 

sacarse algún beneficio económico para su mercantilización. Todo lo anterior, enfocado hacia una 

nueva geografía productiva que busca localizar los recursos naturales y ambientales, provoca una 

reorganización del espacio basada en una reterritorización  agenciada por el Estado para crear 

condiciones favorables a la Inversión Extranjera Directa IED, donde el capital entre (disminución 

de riesgos) y salga sin ninguna restricción (maximización de beneficios)” (Reyes Beltrán & 

León, 2012, pág. 111) 

Todo esto convierte al Estado en un intermediario más para la expropiación, 

depredación y privatización de los medios de vida y conocimientos ancestrales y ambientales, los 
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cuales, desde cualquier perspectiva económica o política, le pertenecen a toda la humanidad y 

especial a aquellos pueblos o comunidades, tanto de campesinos como de negritudes, que 

durante miles de años los desarrollaron y preservaron. (Reyes Beltrán & León, 2012) Por lo tanto 

los Estados latinoamericanos  vienen flexibilizando su política ambiental generando políticas 

permisivas con la explotación y privatización de los medios de vida; “los recursos naturales, 

ambientales, intelectuales, genéticos y culturales son privatizados en favor de una lógica de 

acumulación capitalista que desparece formas de producción, consumo y organización 

alternativas”. (Reyes Beltrán & León, 2012, pág. 115)  

El concepto de ambiente en dicha relación ser humano – naturaleza se ha 

desarrollado bajo tres enfoques: a) un enfoque conservacionista centrado en la  participación del 

hombre y en el aislamiento total de ecosistemas a la mano de hombre; bajo este enfoque se ha 

desarrollado en Colombia la política de parques nacionales; b) un enfoque antropocéntrico donde 

lo central es la disponibilidad de recursos para el ser humano y el desarrollo de las sociedades, 

bajo este enfoque se han desarrollado todas las políticas basadas en el principio de desarrollo 

sostenible establecido por la ONU; c) un enfoque sistémico donde el ser humano es visto como 

un elemento más del ecosistema y por lo tanto está regido por las leyes de la naturaleza, donde 

existen relaciones de causalidad y donde la naturaleza ya no son recursos disponibles para el 

hombre si no medios de vida que posibilitan no solo nuestra vida sino la supervivencia de todas 

las especies a través de un equilibrio ecológico, bajo este enfoque se han desarrollado algunos 

políticas de producción limpia y agroecología.  Las políticas tanto internacionales como 

gubernamentales en materia ambiental están basados principalmente bajo los dos primeros 

enfoques como analizaremos en el presente capitulo.  
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Para este análisis como políticas ambientales gubernamentales se entiende el 

conjunto de objetivos, principios, criterios y orientaciones generales en la protección del medio 

ambiente de una sociedad particular. Esas políticas se ponen en marcha mediante una amplia 

variedad de instrumentos y planes. (Rodríguez Becerra, 2002)  

 

Tratados internacionales  

La legislación colombiana en materia ambiental en una  buena medida responde a 

la incorporación de los tratados internacionales firmados. Colombia desde la década de los 

setenta ha suscrito varios de los protocolos y tratados internacionales que han sido incorporados 

en sus políticas, dichos tratados se encuentran en el marco de las dos declaraciones de las 

conferencias de medio ambiente desarrolladas por las naciones unidas en las ciudades de 

Estocolmo y Rio de Janeiro en los año de 1972 y 1992 respectivamente: 

La declaración de Estocolmo, desarrollado por la ONU en el año de 1972, que 

reconoce la importancia del medio humano natural y artificial para el ejercicio de los derechos 

humanos fundamentales, así como la necesidad de proteger y mejorar  el medio humano como un 

deseo de los pueblos y un deber de los gobiernos. Reconoce entre otros el derecho soberano de 

cada estado a explotar sus recursos de acuerdo a su propia política ambiental y la importancia de 

velar por la conservación. (Ministerio del Medio Ambiente, 2002) 

La declaración de Río sobre el medio ambiente y el desarrollo; realizada en el año 

1992 por la ONU, esta declaración incorpora la concepción de desarrollo sostenible, entre otros 

principios la Declaración señala la necesidad de erradicar la pobreza (principio 5) y de modificar 

los patrones de consumo y producción que resultan ambientalmente insostenibles (principio 8). 

Reconoce la especial situación en que se encuentran los países en desarrollo (principio 6) y hace 
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explícito el principio de las responsabilidades comunes pero diferenciadas, frente a la salud y la 

integridad de los ecosistemas, y se fundamenta en las distintas contribuciones a la degradación 

ambiental global (principio 7).  

La Declaración de Río, también reconoce los impactos que sobre el medio 

ambiente tiene el desarrollo económico y se señala la necesidad de un sistema económico 

internacional que permita “el crecimiento económico y desarrollo sostenible de todos los países” 

y donde las disposiciones comerciales con fines ambientales no constituyan un medio de 

discriminación ni una barrera para el comercio internacional (principio 12). En este mismo 

sentido, se exhorta a los países a internalizar los costos ambientales y crear instrumentos 

económicos partiendo del principio del que contamina paga (principio 16). (Ministerio del Medio 

Ambiente, 2002) 

Estas declaraciones corresponden a un enfoque antropocéntrico, donde la 

concepción de desarrollo sostenible entendida como el uso de los recursos naturales para el 

progreso con la garantía de abastecimiento para las generaciones futuras, sin embargo, el balance 

de la declaración de Rio veinte años más tarde no fue satisfactorio debido al no cumplimiento de 

los principios al imperar el desarrollo capitalista a la preservación del medio ambiente. Al 

respecto se señala:    

“El capital, en su fase ecológica, está pasando de las formas tradicionales de apropiación 

primitiva y salvaje de los recursos de las comunidades de los Estados semiperiféricos o 

periféricos, a una reorganización geopolítica donde se produce un intercambio desigual entre las 

materias primas de los países subdesarrollados y los productores tecnológicos de las potencias 

mundiales, así como a una estrategia neoliberal de apropiación de la biodiversidad, los recursos 

naturales comunales y los saberes ancestrales. Este modelo de desarrollo  lleva a que las 

corporaciones transnacionales produzcan nuevos desplazamientos de la población campesina, la 
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formación de nuevos habitantes sin tierra, la maquilización  de las relaciones laborales, la 

depredación de los recursos naturales escasos y la destrucción sin ningún límite de la 

biodiversidad.”  (Reyes Beltrán & León, 2012, págs. 115- 116) 

Con relación a la concepción de desarrollo sostenible Leff señala:  

“El discurso dominante de la sostenibilidad promueve un crecimiento económico sostenido, 

soslayando las condiciones ecológicas y termodinámicas que establecen límites y condiciones a la 

apropiación y transformación capitalista de la naturaleza. Para ello se busca incorporar la 

naturaleza al capital mediante una doble operación: por una parte se intenta internalizar los costos 

ambientales del progreso; junto con ello, se instrumenta una operación simbólica un cálculo de 

significación  que recodifica al hombre, la cultura y la naturaleza como formas aparentes de una 

misma esencia: el capital.  (Leff, 1998, pág. 21)  

Además Leff, señala que es necesario considerar el principio de sustentabilidad 

frente al llamado desarrollo sostenible:  

“La visión mecanicista que produjo la razón cartesiana se convirtió en el principio constitutivo de 

una teoría económica que ha predominado sobre los paradigmas organicistas de los procesos de la 

vida, legitimando una falsa idea del progreso de la civilización moderna. De esta forma, la 

racionalidad económica desterró a la naturaleza a la esfera de la producción, generando procesos 

de destrucción ecológica y degradación ambiental. El concepto de sustentabilidad emerge así del 

reconocimiento de la función que cumple la naturaleza como soporte, condición y potencial del 

proceso de producción” (Leff, 1998, pág. 15 ) 

Se considera que debe generarse un desarrollo sustentable definido según Leff 

como “un proyecto social y político que apunta hacia el ordenamiento ecológico y la 

descentralización territorial de la producción, así como la diversificación de los estilos de 

desarrollo y los modos de vida de las poblaciones que habitan en plantea” (Leff, 1998, pág. 50). 

Sin embargo hacer realidad la sustentabilidad a mayores escalas requiere superar grandes retos 
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como la construcción del concepto de ambiente como un potencial productivo sustentable y 

sostenible, para poder generar un desarrollo alternativo. (Leff, 1998) 

En esas nuevas relaciones entre los mal llamados países subdesarrollados y las 

multinacionales han generado entre otros un énfasis en los países ricos en biodiversidad y en 

autodenominarse salvadores del mundo esta vez de los recursos; al respecto se señala:  

“El creciente interés de las grandes multinacionales y transnacionales de los países desarrollados 

por la biodiversidad, los recursos naturales y el ambiente tienen objetivos políticos y estratégicos 

claros, entre los que sobresale lograr que los países subdesarrollados abran sus fronteras a 

intereses económicos multinacionales y transnacionales con el fin de facilitar la explotación de 

viejas y nuevas materias primas  para derrumbar, así, sus precios en los mercados globales y 

controlar su producción, comercialización y distribución a cambio de pequeños porcentajes de 

rentas.” (Reyes Beltrán & León, 2012, pág. 116) .  

En Latinoamérica en los últimos años se han desarrollado algunas leyes que se 

apartan de enfoque antropocéntrico, cabe señalar “los derechos de la naturaleza reconocidos en la 

carta Ecuatoriana que encuentra resonancia en las cosmovisiones indígenas y afro y en la 

ecología contemporánea” (Escobar, 2013) sin embargo, lo escrito en la constitución de Ecuador 

no se refleja en la actuación de dicho Estado frente a la extracción de medios de vida.   

Los tratados firmados se han dividido o sectorizado según el medio de vida 

o sector del que trata, en ese marco el ministerio de Medio Ambiente los agrupa en:  

Diversidad Biológica: al respecto el estado colombiano ha suscrito:  la convención 

relativa a los humedales de importancia internacional especialmente como hábitat de aves 

acuáticas (RAMSAR), convención sobre el comercio internacional de especies amenazadas de 

fauna y flora silvestres, convenio sobre la diversidad biológica, protocolo de Cartagena sobre la 

seguridad de la biotecnología, declaración sin fuerza jurídica obligatoria de principios para un 
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consenso mundial respecto de la ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de los 

bosques de todo tipo, convenio internacional de las maderas tropicales y convención de las 

naciones unidas de lucha contra la desertización en los países afectados por sequía grave o 

desertificación en particular en África. (Ministerio del Medio Ambiente, 2002) 

Atmosfera: el Estado colombiano ha firmado los siguientes convenios con el fin 

de mejorar la calidad del aire y regular la emisión de partículas y gases contaminantes: convenio 

de Viena para la protección de la capa de ozono, protocolo de Montreal relativo a las sustancias 

que agotan la capa de ozono, convención marco de las naciones unidas sobre el cambio 

climático, protocolo de Kioto a la convención marco de las naciones unidas sobre el cambio 

climático. (Ministerio del Medio Ambiente, 2002) 

Sustancias peligrosas: convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 

transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación, protocolo de Basilea sobre 

responsabilidad e indemnización por daños resultantes de los movimientos transfronterizos de 

desechos peligrosos y su eliminación, convenio de Rotterdam sobre el procedimiento de 

consentimiento fundamentado previo aplicable a ciertos plaguicidas y productos químicos 

peligrosos objeto de comercio internacional, convenio de Estocolmo sobre contaminantes 

orgánicos persistentes. (Ministerio del Medio Ambiente, 2002) 

Con otros países latinoamericanos Colombia ha firmado unos acuerdos 

regionales en los que se encuentran: tratado de cooperación amazónica, convenio para la 

protección y el desarrollo del medio marino de la región del gran caribe, protocolo de 

cooperación para combatir los derrames de hidrocarburos en la región del gran caribe, 

protocolo relativo a las áreas y a la flora y fauna silvestres especialmente protegidas del 

convenio para la protección y el desarrollo del medio marino en la región del gran caribe, 
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protocolo relativo a las áreas y a la flora y fauna silvestres especialmente protegidas del 

convenio para la protección y desarrollo del medio marino en la región del gran caribe, 

protocolo relativo a la contaminación procedente de fuentes y actividades terrestres del 

convenio para la protección y el desarrollo del medio marino de la región del gran caribe, 

convenio de Lima para la protección del medio marino y la zona costera del pacífico sudeste, 

decisión 345 de la comisión de acuerdo de Cartagena: régimen común de protección a los 

derechos de los obtentores de variedades vegetales, decisión 391 de la comisión de acuerdo 

de Cartagena: régimen común sobre acceso recursos genéticos, decisión 435 de la comisión 

de la comunidad andina: comité andino de autoridades ambientales. (Ministerio del Medio 

Ambiente, 2002) 

Estos tratados se han desarrollado bajo enfoques antropocéntricos o 

conservacionistas de los llamados recursos naturales, sin embargo, la firma de estos tratados no 

se ha evidenciado en una política nacional que nos permita avanzar en transformar nuestra 

relación con la naturaleza al menos en la conservación de los medios de vida, muy por el 

contrario, la institucionalidad ambiental es débil y en la mayoría de los casos insuficiente para 

hacerle frente al espíritu voraz  y destructor del sistema capitalista internacional, esta situación 

no solamente se ve reflejada en Colombia sino en el conjunto de Latinoamérica y con mayor 

profundidad en África.   

Sin embargo, desde enfoques alternativos ha surgido el concepto de 

sustentabilidad entendida como:  

“El principio de sustentbilidad emerge como una respuesta a la fractura de la razón 

modernizadora y como una condición para construir una nueva racionalidad productiva fundada 

en el potencial ecológico y en nuevos sentidos civilizatorios a partir de la diversidad cultural del 

género humano. Se trata de la reapropiación de naturaleza y de la reinvención del mundo; no sólo 
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de “un mundo en el que quepan muchos mundos'', sino de un mundo conformado por una 

diversidad de mundos, abriendo el cerco del orden económico-ecológico globalizado”. (Leff, 

1998, pág. 28).  

Igualmente a la concepción de desarrollo capitalista, Escobar la confronta con la 

posibilidad de un postdesarrollo; decostruyendo que el único camino es el desarrollo y la 

concepción de tercer mundo y subdesarrollo, basado en que existen practicas alternativas 

centradas en el lugar, el territorio, en la relación con la naturaleza que demuestran no solamente 

otras formas de producción sino una construcción alternativa de la identidad. (Escobar, 2013) 

 

Política nacional ambiental  

Una vez firmada la declaración de Estocolmo, en la década de los setenta 

Colombia empieza a desarrollar una política ambiental al respecto se señala: en Colombia desde 

1974 se ha expedido cada cuatro años una política nacional ambiental, que toma mayor 

relevancia desde la década de los noventa con la creación del Ministerio de Medio Ambiente,  lo 

que ha implicado el desarrollo de objetivos y líneas de acción, el desarrollo y fortalecimiento de 

la institucionalidad ambiental y el desarrollo y fortalecimiento de instrumentos de gestión. 

(Rodríguez Becerra, 2002) 

 

     Líneas de acción. 

 

Las principales líneas de acción que se vienen desarrollando desde la creación del 

Ministerio de Medio Ambiente son: a) estrategia para la conservación, restauración y uso 

sostenible de la biodiversidad; b) fortalecimiento de las áreas naturales protegidas; c) protección 

de los bosques naturales; d) reforestación protectora; e) restauración de ecosistemas;  
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f) protección ambiental de las zonas costeras; g) protección de las fuentes de agua; h) protección 

de los suelos, i) estrategia sobre cambio climático, j) ordenamiento ecológico del territorio;  

k) diversificación productiva y vida silvestre; l) fomento al biocomercio; m) Combate a la 

contaminación (aire, agua, suelo, visual); n) reducción y manejo seguro de residuos peligrosos; 

o) fomento al uso de tecnologías limpias y diversificación productiva y p) promoción de un 

desarrollo urbano sostenible. (Rodríguez Becerra, 2002)   

Estas líneas de acción son desarrolladas como políticas por el Ministerio, sin 

embargo, los responsables de su acción y control en los territorios son las Corporaciones 

Autónomas Regionales CAR’s, las cuales no cuentan ni con la fortaleza institucional  ni 

presupuestal para desarrollar a cabalidad dichas líneas de acción que dicho sea de paso están 

centradas en la conservación de los recursos.  

Cabe resaltar que el desarrollo de dichas políticas se ha dado en el contexto del 

conflicto social y armado donde la población rural no cuenta con garantías de acceso a la tierra, 

lo que ha desenfocado en que la frontera agrícola se expanda a zonas como los páramos o áreas 

protegidas como parques naturales. La estructura de distribución de la tierra se ha agravado en 

los últimos 20 años,  

“hoy el 1,1% de los grandes propietarios controlan el 55% de la tierra cultivable (y alrededor de la 

tercera parte de ésta puede estar asociada con el dinero de la droga). Más del 60% de la población 

colombiana tiene un ingreso por debajo de la línea de pobreza; 25% vive en pobreza absoluta, 

esto significa que sus ingresos son inferiores a un dólar al día. La pobreza rural es del 80%  y la 

pobreza urbana a alcanzado altos niveles” (Escobar, 2013, pág. 57) 
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    Desarrollo y fortalecimiento de la institucionalidad ambiental. 

Los esfuerzos en mejorar la institucionalidad han estado enfocados en:  

a) actualización de la legislación ambiental; b) modernización de la regulación; c) estímulo y 

cumplimiento de la normatividad ambiental; d) fortalecimiento de las agencias públicas para la 

gestión ambiental; e) mejoramiento de la infraestructura ambiental; f) descentralización de la 

gestión ambiental; g) establecimiento de mecanismos para incrementar la intersectorialidad. 

(Rodríguez Becerra, 2002) 

A pesar de los esfuerzos, la debilidad de la institucionalidad ambiental, hoy es 

notoria, o al menos se ha visto desbordada frente a la política minera y la necesidad de aprobar 

evaluaciones de impacto ambiental para el otorgamiento de licencias ambientales y por lo tanto 

el titulo minero, generando el fenómeno de las licencias exprés que aunque intenta sanarse con la 

creación de la Agencia Nacional de Licencias Ambientales ANLA, ha sido insuficiente, ante la 

solicitud de títulos y el seguir otorgando licencias tanto ecosistemas estratégicos  como en 

parques nacionales. Por otro lado, la descentralización en las corporaciones autónomas ha 

generado falta de presupuestos para el desarrollo de sus funciones pero también corrupción 

dentro de las mismas.  

 

    Desarrollo y fortalecimiento de instrumentos de gestión.  

 

Por medio de este eje el Ministerio de Medio Ambiente han buscado:  

a) fortalecimiento de la investigación sobre el estado del medio ambiente; b) desarrollo del 

sistema nacional de información ambiental; c) fomento de la participación ciudadana;  

d) fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil y del sector productivo para la 

protección ambiental; e) educación, concientización y capacitación ambiental; f) introducción o 
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actualización de instrumentos de regulación directa, o instrumentos administrativos y de 

planificación; g) desarrollo y puesta en marcha de instrumentos económicos para la gestión 

ambiental; h) desarrollo de mecanismos de prevención; i) fortalecimiento de la cooperación 

internacional y presencia activa en el desarrollo de las negociaciones internacionales dirigidas a 

crear o desarrollar instrumentos jurídicamente vinculantes y no vinculantes. (Rodríguez Becerra, 

2002) 

Cabe resaltar que en Colombia, se han desarrollado alternativas en la relación 

entre el ser humano y la naturaleza, donde resaltan las relaciones en las comunidades indígenas y 

afros  en el caso de las comunidades negras del pacifico han desarrolla su identidad, una 

concepción del territorio, una autonomía local y su propia concepción del desarrollo. (Escobar, 

2013, pág. 70 ) 

 Los recursos para investigación en materia ambiental son insuficientes lo que 

conlleva a que Colombia no cuente con un inventario ni de su biodiversidad, ni del estado de sus 

ecosistemas, ni de los medios de vida como suelos y aguas, solo por tomar un ejemplo la 

cartografía detallada de nuestros páramos empieza a desarrollarse solo hasta el año 2014 con la 

delimitación del páramo de Santurbán, la cual ha generado bastante controversia como 

analizamos a continuación.  

 

Delimitación del Páramo de Santurbán  

La actual delimitación del páramo se realizó teniendo en cuenta principalmente el 

estudio realizado por el Instituto Humboldt por solicitud del Ministerio del Medio Ambiente, 

dicha delimitación ha sido una de las reivindicaciones del comité por el agua y la defensa del 

páramo de Santurbán y que fruto del proceso de la movilización regional y nacional se expide la 



68 

 

resolución 2090 de 2015 (anexo 1), sin embargo, el estudio traza la línea límite inferior sobre los 

3100 msnm y no sobre los 2800 ( anexo 3) como pretendía el comité y como aparece en el atlas 

del páramo de Colombia 2013 producido por el mismo instituto de investigación.  

En la delimitación realizada por el Instituto Humboldt en el año 2010 el páramo de 

Santurbán consta de 142608 ha, la cuales fueron reducidas a 98954 ha con la resolución, para 

observar con detalle el área delimitada remitirse a los anexos 3 y 4 

El estudio denominado “Aportes a la delimitación del páramo. Mediante la 

identificación de los limites inferiores del ecosistema a escala 1:25000 y análisis del sistema 

social asociado al territorio. Complejo de páramos jurisdicciones- Santurbán- Berlín, 

departamentos de Santander y Norte de Santander” desarrollado por el Instituto de Investigación 

de Recursos Biológicos Alexander van Humboldt, desarrollado en los años 2013 y 2014 sugiere 

una delimitación del páramo  a los 3100 msnm (figuras 2 y 4) bajo las siguientes 

consideraciones: “1) el páramo bajo o subpáramo hace parte del ecosistema y su posición 

altitudinal no es homogénea. 2) Los ecotonos1, definidos  como transiciones hacia ecosistemas 

adyacentes 3) la conectividad hacia otros ecosistemas.” (Instituto de Investigación de Recursos 

Biológicos Alexander von Humboldt, 2014, pág. 12). 

“De acuerdo con lo anterior, se considera que el límite inferior del páramo se ubica hacia los 3100 

más o menos 100 m en la mayoría del área de estudio. No obstante, se identifican múltiples 

sectores que muestran un descenso del ecosistema paramuno hasta 2800 msnm en cuencas con 

tendencia seca y/o sobre cimas o cuchillas aisladas (con mayores niveles de exposición a vientos 

y radiación solar) las cuales fueron integradas en la franja identificada”. (Instituto de 

Investigación de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt, 2014, pág. 13) 

                                                 
1 Ecotono se entiende como la transición de los bosques de alta montaña al ecosistema de 

páramo, dicha transición de util iza para la delimitación del borde inferior del páramo  
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Frente a las implicaciones de la delimitación el instituto Humboldt señala:  

“es claro que la delimitación de páramo, bajo el marco normativo actual y en cualquier escenario 

de delimitación que se considere, tendrá efectos significativos en los renglones económicos de los 

municipios que tienen territorio en páramo, especialmente en Tona y Vetas, debido al alto grado 

de ocupación y desarrollo de actividades productivas en el páramo de Santurbán, principalmente 

en los sectores de Berlín y en cercanías de la cabecera municipal de Vetas, que de acuerdo con la 

cartografía oficial se ubica a los 3300 msnm.” (Instituto de Investigación de Recursos 

Biológicos Alexander von Humboldt, 2014, pág. 14). 

Igualmente el Instituto Humboldt señala que ante un escenario netamente de 

conservación se privilegia el abastecimiento de agua para los cascos urbanos pero generaría una 

situación compleja para los habitantes del territorio: “En un escenario de conservación que 

excluya cualquier forma de actividad minera o agropecuaria en el complejo jurisdicciones 

Santurbán- Berlín se privilegiaría la provisión de agua para centros urbanos, agroindustria y 

energía eléctrica de nivel regional” (Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander 

von Humboldt, 2014, pág. 14) 

“Los principales beneficiarios, en términos de número de usuarios, son las ciudades de 

Bucaramanga, Cúcuta y Pamplona, el distrito de riego de Zulia y la termoeléctrica Tasajero. Si se 

definen el área de influencia del CJSB con base en los límites físicos de sus siete subzonas 

hidrográficas, esta comprende 68 municipios distribuidos en los departamentos de Boyacá (2 

municipios), Cesar (6 municipios) Norte de Santander (40 municipios) y Santander (20 

municipios) en los cuales aproximadamente 2500000 personas se benefician directa o 

indirectamente de las fuentes hídricas del complejo”. (Instituto de Investigación de Recursos 

Biológicos Alexander von Humboldt, 2014, pág. 14) 



70 

 

Claramente, el Instituto Humboldt reconoce la importancia del ecosistema para la 

provisión de agua para más de dos millones de habitantes de 68 municipios, debido a su riqueza 

hídrica como se observa en la figura 5 y en los anexos 3 y 4;  a la vez reconoce la situación de 

los campesinos habitantes del páramo dado el número de municipios con superficie en é como se 

observa en la tabla 3 donde relaciona los municipios con superficie en el páramo y la figura 3 

que muestra la distribución de la población en el páramo:  

“En contraposición, en un escenario de restricción se estaría afectando a una red compleja de 

actores sociales ligados históricamente al territorio y al suministro de servicios de provisión en los 

niveles regional y local. Esta red local de actores con vínculos directos al territorio – a través de la 

provisión agrícola y la identidad- incluye tanto a la población que habita el páramo como a la que 

habita en sus inmediaciones, cuyos sistemas de vida pueden depender estrechamente de la 

explotación del páramo”. (Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander von 

Humboldt, 2014, pág. 14) 

“Esta afectación en el nivel local sería diferencial, dadas las divergencias en las formas de 

relación con el páramo de cada una de las tres subregiones identificadas. La exclusión de 

actividades productivas de la subregión suroccidental tendría efectos sobre empresas mineras 

transnacionales y locales, y de cualquier forma sobre los pobladores locales, quienes están 

mayoritariamente vinculados a la minería, tanto en términos de su identidad como a través de su 

mano de obra (en la actualidad como empleados de empresas transnacionales principalmente)”. 

(Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt, 2014, pág. 

14) 

Con relación al centro más poblado dentro de la suscripción del páramo el 

Instituto señala:  
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“En la subregión Berlín, con mayor densidad poblacional, la afectación sería sobre la economía 

local, principalmente agrícola, y sobre la provisión de cebolla a la región y en cierta medida al 

país, dado el alto volumen de producción. Por otra parte, en la subregión nororiental se ha 

documentado la generación de alianzas público –privadas a diferentes escalas en torno a la 

conservación. Por lo tanto, se requiere desarrollar acciones específicas para abordar diferentes 

contextos dentro del mismo complejo”. (Instituto de Investigación de Recursos Biológicos 

Alexander von Humboldt, 2014, pág. 15)  

Tabla 3: Superficie de los municipios en el complejo del Páramo de Santurbán 

 

Fuente: http://www.humboldt.org.co/es/test/item/803-aportes-delimit 
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Figura 2: Áreas protegidas en la delimitación del páramo 

Fuente: http://www.humboldt.org.co/es/test/item/803-aportes-delimit 
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Figura 3: Distribución de la población 

Fuente: http://www.humboldt.org.co/es/test/item/803-aportes-delimit 
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Figura 4: Subregiones propuestas 

Fuente: http://www.humboldt.org.co/es/test/item/803-aportes-delimit 
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Figura 5: Subzonas Hidrográficas 

Fuente: http://www.humboldt.org.co/es/test/item/803-aportes-delimit 

A partir del estudio de delimitación desarrollado por el Instituto Humboldt el 

Ministerio de Medio Ambiente expide en diciembre del 2014 la resolución 2090 (Anexo 1) dicho 

articulado  se discute a continuación: 
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“Artículo 1.  DELIMITACIÓN. Delimitar el Páramo Juridicciones ï Santurbán ï 

Berlín que se encuentra localizado en jurisdicción de la Corporación Autónoma Regional 

para la defensa de la Meseta de Bucaramanga (CDMB), la Corporación Autónoma 

Regional de la Frontera Nororiental (CORPONOR), de conformidad con los estudios 

técnicos, económicos, sociales y ambientales elaborados por las mencionadas 

corporaciones y los aportes del Instituto de Investigaciones Científicas Alexander von 

Humboldt, el cual está constituido por una extensión de 98.994 hectáreas 

aproximadamente” (Por medio de la cual se delimita el Páramo Juiridicciones - Santurbán 

- Berlín, y se adoptan otras determinaciones., 2014, pág. 6) Anexo 1 

Se acoge la delimitación sugerida por el instituto Humboldt limitando el páramo a 

la cota de altura de los 3100 msnm disminuyendo en 30000 ha aproximadamente el área del 

páramo en comparación con el Atlas de páramos de Colombia publicado en el año 2013 por el 

mismo instituto de investigación.  

 

“Artículo 2. ÁREAS PROTEGIDAS REGIONALES. La delimitación, ampliación, 

administración y manejo efectivo de las áreas protegidas regionales declaradas en el área 

del Páramo Juridicciones ï Santurbán ï Berlín y sus zonas de influencia, junto con la 

delimitación adoptada en el artículo primero del presente acto administrativo son 

estrategias totalmente complementarias que deberán garantizar la conservación de este 

ecosistema y la gestión integral de los territorios aledaños”. (Por medio de la cual se 

delimita el Páramo Juiridicciones - Santurbán - Berlín, y se adoptan otras 

determinaciones., 2014, pág. 14) Anexo 1. 
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Dicho artículo señala la complementariedad de la delimitación del complejo y las 

áreas protegidas regionales, sin embargo no solo son diferentes en extensión también hay áreas 

protegidas regionales que quedan por fuera de la delimitación del páramo  donde los usos del 

suelo de las áreas protegidas son modificados por esta resolución.  A la vez, que descarga la 

responsabilidad de recuperación, conservación y transformación de las demás actividades en el 

páramo en las Corporaciones Autónomas Regionales.   

“ARTICULO 3. ORDENAMIENTO. La Corporación Autónoma Regional para la defensa de la 

meseta de Bucaramanga (CDMB), la Corporación Autónoma Regional de la Frontera Nororiental 

(CORPONOR), deberán realizar dentro de los tres (3) años siguientes a la fecha de entrada en 

vigencia del presente acto administrativo, el proceso de ordenamiento a través de la zonificación y 

determinación del régimen de usos del Páramo Juridicciones ï Santurbán ï Berl²né identificando 

en su interior las siguientes zonas y definiendo los usos y actividades permitidas de acuerdo con las 

siguientes directrices:  

a) Zonas de preservación. Incorporan áreas que por sus condiciones naturales y su fragilidad 

ecológica han de mantenerse ajenas a la trasformación de sus estructuras naturales a partir de las 

intervenciones humanas. Los usos y las actividades que allí se permitan deberán mantener la 

composición, estructura y función de la biodiversidad del páramo.  

b) Zonas de restauración. Incorporan áreas que han sufrido alteraciones en sus condiciones naturales 

que deben ser restauradas para mejorar el flujo de los servicios ecosistémicos del páramo. Los 

usos y las actividades que allí se permitan deberán buscar restablecer parcial o totalmente la 

composición, estructura y función de la biodiversidad  que haya sido alterada o degradada.  

c) Zonas de Uso Sostenible. Incorporan  áreas que por sus características naturales y las condiciones 

actuales de uso deberán ser manejadas de manera que las actividades productivas que allí se 

lleven a cabo aporten al flujo de servicios ecosistémicos. Todos los usos y las actividades que allí 

se desarrollen o se permitan, deberán utilizar los componentes de la biodiversidad de un modo y a 
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un ritmo que no ocasione su disminución y degradación a largo plazo”. (Por medio de la cual se 

delimita el Páramo Juiridicciones - Santurbán - Berlín, y se adoptan otras 

determinaciones., 2014, pág. 7) Anexo 1 

El establecimiento de estas tres zonas limita el desarrollo de actividades 

productivas agropecuarias a las zonas de uso sostenible, sin definir el futuro de los pobladores 

que se encuentran en las zonas de preservación y restauración y que históricamente han habitado 

en dichos territorios. Y para las zonas de uso sostenible las obliga en el proceso de transición a 

cumplir un paquete de directrices que un pequeño propietario son muy difíciles de llevar a cabo, 

además no  tiene en cuenta los procesos de ordenamiento territorial de cada uno de los 

municipios con jurisdicción en la zona de páramo delimitada.  

ARTÍCULO 5. DIRECTRICES ESPECÍFICAS PARA ACTIVIDADES MINERAS.  A partir del 

9 de febrero de 2010 está prohibido por la ley celebrar contratos de concesión mineros, otorgar 

nuevos títulos mineros en el ecosistema de páramos o expedir nuevas licencias ambientales que 

autoricen el desarrollo de actividades mineras en estos ecosistemas.   

Las actividades mineras que cuenten con contratos de concesión o títulos mineros así como 

licencia ambiental o el instrumento de control y manejo ambiental equivalente, otorgados 

debidamente antes del 9 de febrero de 2010, que se encuentren ubicadas al interior del área 

identificada… podrán seguir ejecutándose hasta su terminación, sin posibilidad de prórroga, 

sujetas a un estricto control por parte de la autoridad minera y ambiental, así como de las 

entidades territoriales, y aplicando además las siguientes directrices:  

a. Las licencias ambientales o el instrumento de control y manejo ambiental equivalente 

existentes podrán ser sujetas a revisión y ajuste, si a criterio técnicamente motivado de la 

autoridad ambiental respectiva, las medidas de manejo ambiental debieran hacerse más 

estrictas, con el fin de garantizar la protección y conservación del ecosistema de páramo y el 

flujo de servicios ecosistémicos.  
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b. Antes de la terminación del contrato de concesión minera, el concesionario deberá garantizar 

la ejecución de las obras y la puesta en práctica de todas las medidas ambientales necesarias 

para corregir cualquier daño o riesgo ambiental presente para el momento del cierre de los 

frentes de trabajo.” (Por medio de la cual se delimita el Páramo Juiridicciones - 

Santurbán - Berlín, y se adoptan otras determinaciones., 2014, págs. 8- 9 ) Anexo 1 

Este artículo es acorde por lo planteado en el plan nacional de desarrollo, donde 

las licencias expedidas antes del 2010 no serán retiradas independientemente que se encuentren 

en áreas protegidas, esto deja vivo las licencias mineras vigentes en toda el área protegida sin 

restricciones, dejando intacto el factor que desencadeno todo el movimiento social es decir la 

explotación de oro por Eco Oro.  

Por otro lado elimina la posibilidad de explotación artesanal de oro que 

históricamente han desarrollado los pobladores de Vetas al no poder cumplir los requerimientos 

para la adjudicación de los títulos mineros y las licencias ambientales convirtiéndolos de tajo en 

mano de obra disponible para las multinacionales al no existir alternativas de producción ni en el 

renglón agropecuario ni en el minero, constituyéndose en una política de despojo tanto para los 

campesinos como para los mineros pobladores del territorio del páramo.  

Además, le entrega a las empresas mineras la posibilidad de autorregularse y fijar 

los planes de manejo ambiental  bajo la supervisión únicamente de la Corporación excluyendo 

tanto a las autoridades municipales como a los diversos actores sociales presentes tanto en el 

páramo como en su zona de influencia.  

“ARTICULO 9. ÁREAS DE PROTECCIÓN Y DESARROLLO DE LOS RECURSOS 

NATURALES RENOVABLES Y DEL MEDIO AMBIENTE. Las zonas identificadas como 

“Áreas para la restauración del ecosistema de páramo” y las “Áreas destinadas para la agricultura 

sostenible” localizadas en los municipios con tradición agropecuaria como Abrego, Arboledas, 
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Bochalema, Bucarasica, Cáchira, Cácota, Chinácota, Chitagá, Cucutilla, Gramalote, La 

Esperanza, Labateca, Lourdes, Mutiscua, Pamplona, Pamplonita, Salazar, Silos, Toledo, 

Villacaro, Charta, El Playón, Matanza, Piedecuesta, Tona, Santa Bárbara y Guaca, son áreas de 

protección y desarrollo de los recursos naturales y del ambiente, funcionalmente vinculadas con el 

“Área de Páramo Juridicciones ï Santurbán ï Berl²nò delimitada en el artículo primero del 

presente acto administrativo.  

En dichas zonas no se podrán celebrar contratos de concesión minera u otorgar títulos mineros o 

licencias ambientales que autoricen el desarrollo de actividades mineras, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 34 d la ley 685 de 2001 y el artículo 202 de la ley 1450 de 2011. Lo 

anterior sin prejuicio de los títulos mineros que cuenten con licencia ambiental o instrumento de 

control y manejo ambiental otorgado debidamente antes del 9 de febrero de 2010.  

Su vocación hacia la restauración del ecosistema de páramo y el desarrollo de actividades 

agropecuarias sostenibles son estrategias complementarias para la conservación  del “Área de 

Páramo Juridicciones ï Santurbán ï Berl²nò, de allí su importancia para la protección y 

desarrollo de los recursos naturales y del ambiente. 

 No obstante lo anterior, en las zonas identificadas como “Áreas para la restauración del 

ecosistema de páramo” que se encuentran ubicadas en los municipios tradicionalmente mineros 

de Vetas, California y Suratá, se podrán autorizar y adelantar actividades mineras, sujetas al 

cumplimiento de las normas mineras y ambientales que rigen la materia. En todo caso deberán 

tomarse las medidas de manejo ambiental necesarias para garantizar que su desarrollo no ponga 

en riesgo la conservación de la zona delimitada como “Área de Páramo Juridicciones ï 

Santurbán ï Berl²nò “Área de Páramo Juridicciones ï Santurbán ï Berl²nò y la generación de 

servicios ecosistémicos”. (Por medio de la cual se delimita el Páramo Juiridicciones - 

Santurbán - Berlín, y se adoptan otras determinaciones., 2014, pág. 10). Anexo 1 
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Con este artículo se restringen las actividades agropecuarias pero se crea una 

brecha para la expedición de nuevas licencias mineras y ambientales en los municipios de Vetas, 

California y Suratá, donde según los estudios de la multinacional Eco Oro es donde se 

encuentran los mayores depósitos de oro, esta posibilidad queda abierta a pesar que dichos 

municipios quedan ubicados en las zonas de restauración del páramo, sobre los 3200 msnm, y a 

que el grado de intervención del páramo en esta área se debe en gran parte a la actividad minera.  
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Paramo de Santurbán: un reflejo de los conflictos socioambientales en Colombia  

 

Left asegura que “los conflictos socioambientales emergen de principios éticos, 

derechos culturales y luchas por la apropiación de la naturaleza que van más allá de la 

internalización de los costos ecológicos para asegurar un crecimiento sostenido” (Leff, 1998, 

pág. 39), esto se manifiesta en los últimos años en Colombia donde al 2015 se registraban 95 

conflictos a lo largo y ancho del país la mayoría de ellos ocasionados por el auge de la política 

extractivista del Estado. 

Los conflictos ambientales surgidos alrededor del páramo de Santurbán son un 

reflejo de los conflictos del extractivismo se considera analizar los siguientes aspectos: uso del 

suelo y del subsuelo, participación de la comunidad, expedición y cumplimiento de las licencias 

ambientales, territorialidad y despojo, megamineria, minería ilegal y minería artesanal, 

ordenamiento territorial, agua y justicia ambiental.  

 

Uso del suelo y subsuelo  

El desarrollo de la política extractivista se ha sustentado en la propiedad del 

Estado del subsuelo para la generación del bien común, conforme el artículo 332 de la 

Constitución Política: “EL Estado es propietario del subsuelo y de los recursos naturales no 

renovables, sin perjuicio de los derechos adquiridos y perfeccionados con arreglo a las leyes 

preexistentes”; el cual se refleja en la renta minera que pagan las empresas mineras por la 

extracción del mineral al Estado y que se reinvierte en el mejoramiento de la calidad de vida de 

todos los colombianos.  
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La declaratoria de utilidad pública e interés social de la industria minera, 

efectuada a través del artículo 13 del Código de Minas según Negrete: 

“ha conllevado a que los propietarios, a quienes ni siquiera se les comunica la existencia de 

solicitudes de titulación minera sobre sus predios, se vean abocados a vender sus propiedades o 

ser expropiados, generándose por estas razones desplazamiento de personas y de comunidades 

organizadas, vulnerándoseles sus derechos fundamentales. Adicionalmente, esta declaratoria 

privilegia el desarrollo de actividades mineras sobre otras que no tienen tal carácter y se genera un 

evidente cambio de uso del suelo, con las consecuentes afectaciones ambientales”  (Negrete 

Montes, 2013, pág. 43). 

Los depósitos de minerales como el oro, el hierro, el níquel y el carbón se ubican 

en zonas de alta montaña en las tres cordilleras, donde existen ecosistemas estratégicos para el 

país, principalmente páramos, los cuales proveen de agua a millones de habitantes. Sin embargo, 

el avance de la frontera agrícola a lo largo de todo el territorio nacional debido principalmente a 

la desigualdad en la distribución de la tierra, ha hecho que la mayoría de los ecosistemas de 

páramos estén sufriendo un proceso de degradación, pérdida de biodiversidad y por lo tanto 

pérdida de su capacidad hídrica. Santurbán no se aleja de dicha realidad entre los usos del suelo 

del páramo se encuentran: cultivos de economía campesina: papa, alverja, cebolla; ganadería 

bovina y ovina, actividad minera (artesanal) específicamente en Vetas y California, 

asentamientos urbanos y solo una pequeña parte dedicada a la recuperación y conservación del 

ecosistema en áreas de CORPONOR y CDMB aún bajo estas condiciones el páramo es la fuente 

de los acueductos de Bucaramanga, Cúcuta y 64 municipios más.  

El conflicto surge al preguntar ¿qué se debe privilegiar si la producción de oro o la 

producción de agua?, es decir oro vs agua, pero dejar la discusión solo en términos de 
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productividad, reduce a su mínima expresión el conflicto, ignorando una serie de variables: la 

primera los campesinos habitantes del páramo que no solo dependen económicamente del 

páramo sino que el páramo es su territorio, los pequeños mineros que desde la colonia explotan 

oro y carbón, sin negar los daños que han ocasionado al ecosistema, la falta de capacidad de las 

CARS para la recuperación y conservación del páramo y su visión conservacionista que proteger 

el páramo implica despojar a los campesinos y mineros que lo habitan.  

La solución por lo tanto, es más compleja que oro o agua, se requiere de 

convergencia de actores, instituciones y factores que permitan un uso del suelo sustentable donde 

a corto y mediano plazo le permita a los campesinos transformar sus prácticas convencionales de 

producción por una producción ecológica que minimice el daño al ecosistema; una política 

minera que apoye al minero artesanal y no lo criminalice que cuente con apoyo técnico en la 

explotación del mineral y la transformación de su relación con el medio ambiente y el 

establecimiento de zonas de conservación y recuperación donde exista una fuerte participación 

de la comunidad. Por otro lado no deben existir las grandes explotaciones mineras ni a cielo 

abierto ni subterránea que evidentemente están muy lejos de generar un bien común como lo 

pretende hacer ver el gobierno nacional.  

 

Participación de la comunidad 

En Colombia tanto la expedición de las concesiones de exploración y explotación 

como los estudios de impacto ambiental de las mismas deben contar con la consulta a la 

ciudadanía tanto para su conocimiento como para su aceptación, en la práctica han sucedido que 

las consultas terminan siendo reuniones de carácter informativo donde las empresas mineras 
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exponen los grandes beneficios para las comunidades pero no tienen ningún carácter decisorio.  

Al respecto Negrete señala que dichos mecanismos de participación terminan en: 

“aportar copias de actas, fotografías y videos de las reuniones o talleres realizados, mas no en 

establecer si las comunidades conocen o no los proyectos, su alcance e impactos, así como 

tampoco en la posición, opiniones u oposiciones de las mismas frente a los proyectos, con lo que 

se desconoce el derecho fundamental a la efectiva participación ciudadana y a su 

autodeterminación. Las decisiones terminan imponiéndose por parte de las agencias 

gubernamentales” (Negrete Montes, 2013, pág. 40).  

Para el caso de Santurbán las primeras reuniones solo se realizaron con algunos 

campesinos y mineros de la zona de Vetas y California sin presencia de las corporaciones 

autónomas y ninguna otra institución que hicieran contraparte a los criterios de Eco Oro, y 

generando una serie de promesas vacías con relación a las fuentes de trabajo y hasta un hospital. 

Posteriormente cuando el comité en defensa del páramo de Santurbán exige una audiencia en la 

ciudad de Bucaramanga la misma se realiza, de manera sesgada y no es terminada siendo 

levantada por el Ministerio de Medio Ambiente. En una segunda audiencia no se garantiza la 

presencia ni de miembros del comité ni de otras instituciones en el municipio de Vetas, 

realizándose dicha audiencia de manera sesgada.  

Es evidente que el mecanismo de consulta previa debe pasar a ser una 

participación de la comunidad con capacidad de decisión sobre lo que realmente quieren en su 

territorio, a partir de conocer los diferentes impactos producidos por una mina en su territorio, 

dicha exigencia hoy hace parte del pliego de peticiones de indígenas, afros y campesinos en las 

mesas de concertación de la cumbre agraria, étnica y popular. Que dicha participación debe 

incluir no solo a los habitantes del territorio sino toda la zona de influencia del proyecto, es claro 
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señalar como la movilización en Santander y Norte de Santander presiona y logra la realización 

de espacios de discusión muchísimo más amplios pero lamentablemente con capacidad de 

denuncia pero no de decisión.  

Por otro lado es necesario considerar los mecanismos de consulta popular como el 

caso del municipio de Piedras donde las autoridades municipales colocaron a consideración de 

todos sus habitantes la posibilidad de extracción de oro en su territorio o el caso de Ibagué donde 

el próximo 2 de Octubre sus habitantes votaran la realización del proyecto de minería a cielo 

abierto la Colosa, estos casos ejemplifican las posibilidades de participación real y decisiva, 

teniendo en cuenta que hoy no son decisorios al priorizar la propiedad del subsuelo del Estado 

para el bien común.  

  

Expedición de licencias  

El fenómeno conocido como “licencias exprés” es el reflejo de la incapacidad 

institucional tanto del Ministerio de Minas y Energía como del Ministerio de Medio Ambiente y 

sus Corporaciones Autónomas Regionales, de responder a la demanda de miles de licencias en 

un periodo de cinco años (2008- 2013) llevándolos a suspender todos los procesos durante dos 

años. En el año 2015 se crea la ANLA: Agencia Nacional de Licencias Ambientales que 

tampoco ha logrado superar la problemática debido a que la entrega de concesiones de 

exploración y posteriormente de explotación se ha regido bajo el principio del que primero la 

solicita desconociendo tanto la riqueza del mineral como las condiciones sociales, culturales, 

ambientales del territorio.  Al respecto Negrete señala:  
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“las autoridades ambientales no cuentan con personal suficiente e idóneo para realizar la 

evaluación y posterior seguimiento de los proyectos, lo que puede traducirse en qué no se 

establecen adecuadamente los términos, condiciones y obligaciones bajo los cuales se pueden 

desarrollar los proyectos. Así mismo, que no se impongan los límites y condiciones necesarias 

para evitar impactos ambientales más allá de lo previsto e incluso la generación de daños y 

pasivos ambientales y sociales, que en muchos casos terminan asumiendo el Estado y los 

habitantes de las zonas afectadas” (Negrete Montes, 2013, pág. 36). Sumado a lo anterior la 

riqueza de los yacimientos de los minerales en Colombia son desconocidos ya que el 

Estado no ha desarrollado ni las investigaciones ni los estudios suficientes para 

determinar realmente las reservas del subsuelo, por lo tanto se entregan licencias desde el 

desconocimiento de lo yacimientos y por lo cual posteriormente se dificultad medir y 

controlar los volúmenes de explotación de los mineras y quedamos a la merced del cobro 

de impuestos a partir únicamente de lo reportado por las multinacionales mineras.  

 De forma similar sucede con los planes de manejo ambiental presentados a las 

Corporaciones Autónomas Regionales debido a la falta de recursos y de institucionalidad quedan 

sometidas a creer en lo expresado en dichos planes sin la capacidad de confirmar dicha 

información y en muchos casos presionados por las administraciones de turno para el 

otorgamiento de los permisos.  

Para el caso de Santurbán, se han expedido ocho licencias, de las cuales la  que 

mayor conflicto ha generado fue la licencia expedida a Grey Star hoy Eco Oro donde se le 

adjudicaron 6000 ha en licencia de exploración en zonas de recarga hídrica del páramo y bajo la 

modalidad de minería a cielo abierto. Posteriormente y debido a la resistencia generada en la 

región la multinacional cambia la modalidad a minería de socavón y adjunta una nueva 
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Evaluación de Impacto Ambiental la cual es inicialmente aprobada pero dado el rechazo en la 

comunidad hoy se encuentra suspendida y según la sentencia de la Corte Constitucional 

revocada.  

 

Territorialidad y despojo 

El territorio entendido más allá del espacio geográfico donde se ubica una 

comunidad hace referencia a las relaciones sociales, culturales, políticas, económicas y 

ambientales que se realiza en dicho espacio. El derecho al territorio en Colombia ha sido negado 

históricamente por el fenómeno de la violencia donde hoy existen más de ocho millones de 

desplazados, también ha jugado un papel la falta de oportunidades económicas en las 

poblaciones rurales obligándolas a desplazarse a la ciudad en búsqueda de oportunidades de 

trabajo. Sumado a estos dos fenómenos la explotación de minerales ha generado procesos de 

despojo de territorios a las comunidades ya sea de forma legal por medio de la compra de los 

predios o la expropiación por parte del Estado; o por el uso de la violencia como lo denunciado 

en el pacifico alrededor de los cultivos de palma africana, sumado al despojo de los territorios 

por la contaminación generada por las minas en suelo y el agua producido por ejemplo en cerro 

matoso y por el desvío o acumulación de causes de agua como ha sucedido en el rio Riohacha o 

la represa el Quimbo.  

Ante la posibilidad del despojo las comunidades luchan por sus territorios, 

defendiendo los medios de vida, sus actividades económicas, su cultura y sus relaciones sociales 

en el territorio. Sin embargo la violación a los derechos humanos en dichas zonas registran los 

índices más altos como lo señala Vargas:  



89 

 

“el 80% de las violaciones a los derechos humanos que ocurren en Colombia, se presentan en los 

municipios mineros-petroleros (el 35% del total nacional); el 87% del desplazamiento forzado 

sale de estos municipios y quienes reciben regalías por producción minero-energética; el 78% de 

los crímenes contra sindicalistas, 89% contra indígenas y 90% contra afrodescendientes, se 

cometen en áreas minero-energéticas.” (Vargas Valencia, 2013) 

Esto hace que el conflicto no se puede reducir al intercambio monetario de las 

compras de los predios, ni a la perdida de la propiedad futura ya que los predios no serían ni 

vendibles ni heredables, ni a la entrega de subsidios a la población despojada de sus territorios.  

En el territorio del Páramo de Santurbán los campesinos se resisten a abandonar 

sus tierras, existe un arraigo debido a que muchas de las familias han vivido por lo menos por 

tres generaciones en el mismo, a dejar sus actividades económicas ya sean agropecuarias o 

mineras, sus relaciones sociales y su relación con el páramo. Esto ha chocado con las propuestas 

del comité en defensa del páramo ya que plantean la salida de los campesinos y mineros a partir 

de la compra de los predios y la entrega de subsidios a los mismos para aislar el páramo y de esta 

manera preservar el agua para los dos millones que dependen de ella actualmente.  

Este aspecto del conflicto socioambiental agrupa a todos los actores e instituciones 

inmersas por un lado la postura de Corponor en la reserva ya constituida: donde existe un 

despojo por perdida de la propiedad ya que dichos terrenos no se pueden vender ni heredar; por 

lo tanto pasarán a ser propiedad del Estado en los próximos veinte años que se enfrenta a los 

campesinos que no conocen y no tienen otra forma de vida que la desarrollada en el páramo.  

 



90 

 

El Estado y los habitantes del páramo: El estado  a través de la institucionalidad 

de los Ministerios de Minas y Energía y de medio ambiente han presentado una ambigüedad 

frente al uso de dicho territorio por un lado el Ministerio de Minas requiere de la mayor 

extensión para la exploración y explotación del oro cumpliendo las metas de inversión extranjera 

y evitando la posible demanda de Eco Oro, por otro lado el Ministerio de Medio Ambiente 

pretende dejar un territorio dedicado a la conservación y restauración, pero a la vez permitir la 

extracción del mineral por debajo de los 3100 msnm. Pero los dos enfrentan la sentencia de la 

corte constitucional que seis meses después no se evidencian ni herramientas ni presupuestos 

para su cumplimiento. Los campesinos se ven enfrentados a la posibilidad de la venta de sus 

tierras o la perdida de las mismas, pero sin ninguna posibilidad real de quedarse en el páramo y 

ser los actores de la transformación del mismo.   

El comité por el agua y la defensa del páramo de Santurbán,  y los habitantes del 

territorio: campesinos y mineros: la pretensión del comité que el único uso del suelo sea la 

conservación para garantizar la provisión de agua y su entendimiento del páramo como su 

territorio a generado un conflicto agudizado con los habitantes del territorio quien no ven en el 

comité un aliado para defender una alternativa a la entrega del páramo y sus territorios a las 

multinacionales sino un enemigo a quien deben combatir  para no perder sus propiedades ni su 

territorio.  

Es necesario, analizar en una posterior investigación como en el territorio 

se han transformado las relaciones de poder y la relación con la naturaleza a partir de los 

cambios generados en la percepción del agua y del territorio mismo.  
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Megamineria, minería ilegal y minería artesanal.  

El código minero no realiza una distinción entre las grandes explotaciones mineras 

y las pequeñas a pesar de las grandes brechas existentes tanto en el capital invertido como en la 

tecnología aplicada por cada uno. Por lo tanto, al no existir una  clasificación del tipo de 

explotaciones las exigencias para la expedición de licencias son las mismas generando una 

competencia donde las grandes empresas multinacionales tienen una clara ventaja. 

Como consecuencia, los pequeños mineros no han podido legalizar sus títulos; a 

pesar de llevar años realizando la extracción en sus pequeños predios e intentar cumplir los 

requisitos exigidos, por lo que muchos han pasado a conformar la llamada minería ilegal.  Sin 

embargo, debe existir una distinción clara que este grupo corresponden es a mineros artesanales 

en muchos casos por más de dos generaciones que no tienen la capacidad financiera para la 

obtención del título minero.  

Muchos de estos mineros artesanales han pasado a ser mano de obra de las 

empresas multinacionales al no poder legalizar su extracción terminan engrosando las filas de 

empleados temporales de dichas empresas, disminuyendo drásticamente sus ingresos y su calidad 

de vida. También existe un sector de esos mineros artesanales que al ser despojados de sus minas 

son desplazados hacia las ciudades a engrosar los cinturones de miseria.  

Por el contrario las grandes multinacionales obtienen los títulos de importantes 

zonas debido principalmente a su capacidad de capital para invertir y la tecnología a su 

disposición, estas multinacionales se caracterizan por su alta movilidad en diferentes países, 

extrayendo el mineral concesionado y por no responsabilizarse de los impactos ambientales 

generados en el proceso extractivo.  
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También genera un alto impacto la minería ilegal principalmente de oro que hace 

presencia en diferentes regiones del país con las siguientes características: está ligada a grupos al 

margen de la ley ya sea a las BACRIM o la guerrilla de las FARC, por lo tanto generan procesos 

de violencia; hace uso excesivo de maquinaria para drenar los ríos en búsqueda del mineral como 

de sustancias químicas, etas practicas generan un alto impacto ambiental al generar una política 

de depredación de los medios de vida.  

Evidentemente debe haber una lucha frontal contra la minería ilegal que permita 

desmantelar sus estructuras criminales y a la vez frenar la degradación del medio ambiente 

generada por los mismos. Por otro lado el Estado debe realizar una distinción entre la minería 

ilegal y la minería artesanal generando estrategias de apoyo en la implementación de tecnologías 

y en la reducción del impacto ambiental y generando unas condiciones de titulación de acuerdo a 

sus capacidades.  

 Las grandes multinacionales deben cumplir mayores exigencias tanto en el pago 

de renta minera como en el impacto ambiental causado, para evitar desastres ecológicos como el 

causado por Drumbold en el mar caribe o por cerro matoso.  

En Santurbán, la presencia de pequeños mineros ha sido histórica por lo menos 

durante tres generaciones en la región lo cual ha generado un impacto ambiental sobre el 

ecosistema. En ese marco es necesario revisar minuciosamente cada una de las explotaciones y a 

partir de ahí cuales pueden permanecer con el apoyo estatal en la reconversión de las mismas. A 

los mineros de las explotaciones que se han cerradas igualmente deben contar con un apoyo 

institucional que les permita reconvertir su actividad económica.  
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Frente a la multinacional Eco Oro, debe darse cumplimiento a la sentencia de la 

Corte Constitucional, revocando la licencia expedida y generando junto a las comunidades todos 

los procesos de recuperación y conservación del ecosistema de páramo.  

 

Ordenamiento territorial 

La ley de ordenamiento territorial  busca espacialmente generar territorios 

ordenados de acuerdo a la vocación del suelo y al uso de los “recursos naturales” que a la vez 

permita un crecimiento económico, la satisfacción de las necesidades básicas, el mejoramiento 

de la calidad de vida y la preservación del medio ambiente. En este sentido el ordenamiento 

territorial lo preside el ordenamiento ambiental que incluye los Planes de Manejo Ambiental, los 

planes de Zonificación y Ordenación de Páramos, el Ordenamiento de Cuencas entre otros. Al 

respecto Negrete afirma:  

“A  través de la planificación y ordenamiento ambiental del país, se debe garantizar la 

conservación y la implementación de las actividades que conforme al régimen de usos previstos 

se pueden desarrollar en el territorio. Este aspecto fundamental para actuar con coherencia y 

articulación en el país, no se ha cumplido por parte de las autoridades ambientales.” (Negrete 

Montes, 2013, pág. 34) 

El ordenamiento territorial es desarrollado por los municipios y debe contar con la 

participación de los habitantes, con los estudios de suelos que permitan definir su mejor uso, 

análisis de necesidades básicas insatisfechas, generando los usos del suelo y las estrategias para 

la solución de conflictos sobre los diferentes usos estableciendo las zonas de conservación y 

recuperación. Pero al no existir un ordenamiento ambiental previo Negrete señala que:  
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“la inmensa mayoría de los POT (planes de ordenamiento territorial, planes básicos de 

ordenamiento territorial y esquemas de ordenamiento territorial) adoptados en el país no cuentan 

con directrices ambientales, que se deberían constituir en la línea base ambiental del país para 

efectuar de manera adecuada el ordenamiento territorial y consecuente determinación de las 

actividades que se pueden desarrollar en el territorio” (Negrete Montes, 2013, pág. 34). 

Con la expedición de las licencias mineras, las cuales no están contempladas en el 

ordenamiento territorial y la inexistencia de un ordenamiento ambiental se generan los conflictos 

sobre el uso del suelo ya mencionados. Sin embargo, otro aspecto a considerar en el 

ordenamiento del territorio tiene que ver con la potestad del Estado de pasar por encima de los 

ordenamientos realizados por las autoridades locales y por otro lado de priorizar los intereses de 

una empresa minera frente al de las comunidades.  

El ordenamiento de los territorios debe llevarnos a pensar: ¿Quiénes ordenan el 

territorio?, ¿Cómo lo ordenan? ¿A los intereses de quien responden dicho ordenamiento del 

territorio? ¿Qué papel debe jugar el agua en dicho ordenamiento?, entre otras; que permitan 

empezar a solucionar los conflictos socio ambientales en los territorios.  

Para el caso de Santurbán, dada la cantidad de municipios con jurisdicción en el 

páramo debe generarse un plan de ordenamiento ambiental del conjunto del páramo que sea 

armónico con los POT de los municipios, con los intereses de las comunidades y los diversos 

actores que hoy hacen presencia de una u otra manera en el páramo y que a la vez permita tanto 

la recuperación y conservación como el mejoramiento de la calidad de vida de sus habitantes.    
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 Justicia ambiental 

El avance de la minería ya ha causado daños en los diferentes ecosistemas donde 

se ha realizado, con procesos de recuperación que demoraran varios lustros para ser 

reestablecidos al menos parcialmente pero quienes deben responder económica y socialmente 

por los daños causados, las organizaciones sociales y ambientales hoy están planteando la 

necesidad de generar tribunales de justicia ambiental y reparación que tengan la capacidad 

legitima y legal de obligar al Estado, a las empresas mineras  y a los demás actores públicos o 

privados a responder por los daños, a la vez de generar los mecanismo de defensa en los casos de 

demandas de las multinacionales a la nación como las que están por venir fruto de la sentencia de 

la Corte Constitucional. 

 

Agua 

La mayoría de los conflictos socioambientales en Colombia tienen al agua como 

su principal protagonista, en varios aspectos: los páramos como fábricas de aguas, la calidad del 

agua, el desvió de los cauces, la construcción de represas, los permisos de captación de aguas, los 

permisos de vertimientos, la garantía de abastecimiento futuro, entre otros.  

Frente a la calidad del agua en las zonas de explotación minera según Cabrera y 

Fierro:  

“El daño al agua ocurre de dos maneras principales: la primera se relaciona con el hecho de que 

las rocas que se constituyen en los desechos mineros poseen altas cantidades de sulfuros que 

generan acidez cuando son expuestos al aire, y la segunda con la adición de elementos químicos 
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altamente contaminantes como el cianuro que generan residuos muy alcalinos” (Cabrera Leal & 

Fierro Morales, 2013). 

La generación de los diversos conflictos con el agua parte de la concepción que el 

Estado Colombiano ha dado de ella, centrado como recurso hídrico el cual es mercantilizable, 

renovable y por lo tanto inagotable, lo que ha llevado culturalmente a verlo como un bien de 

consumo y dado su carácter renovable a contaminar las diversas fuentes.  

Existen otras concepciones del agua como medio de vida y bien común que le dan 

una mayor relevancia no solo para la humanidad si no para el devenir de toda la trama de la vida 

existente en el planeta; y por lo tanto se reivindica al agua como un derecho más allá que la 

garantía de acceso.  

El agua evidentemente es un aspecto clave en el conflicto socioambiental que se 

presenta en Santurbán, debido principalmente a la pérdida de capacidad hídrica del páramo, la 

contaminación de sus ríos y quebradas si el proyecto minero de Eco Oro se lleva a cabo 

afectando de manera directa el abastecimiento de agua a 60 municipios de Santander y Norte de 

Santander, lo cual se puede resumir en la consigna agua si, oro no.  

Según el estudio de impacto ambiental de Greystar para la extracción de oro a 

cielo abierto en Santurbán muestra que la cianuración de la roca mineralizada con oro causa la 

liberación de metales pesados en cantidades mucho mayores que las del propio oro.  
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Tabla 4: Cianuración de la roca mineralizada con oro en Santurbán 

 

 

Fuente: Minería en Colombia: Fundamentos para superar el modelo extractivista  

Según los análisis realizados en el estudio de la Contraloría y resumidos en la 

tabla 4:  

“Estos datos demuestran que el contenido de arsénico y otros químicos tóxicos con respecto al 

oro es un asunto que se relaciona con un eventual problema de salud pública en la medida en que 

el yacimiento en referencia sigue teniendo interés minero. La roca mineralizada muestra cerca de 

40 veces mayor contenido de arsénico, diez veces más cromo, 170 veces más plomo, 5 veces más 

uranio y cerca de 50 veces más zinc (que además del contenido en la roca es adicionado en el 

proceso de cianuración). En el caso del mercurio, el contenido de este elemento con respecto al 

oro es del 10%. Todos estos elementos son tóxicos, los que, de acuerdo con los estudios, serán 

liberados al ambiente, tanto por su exposición ante los procesos de meteorización como por los 

procesos químicos relacionados con el beneficio, pues la roca sobre la cual fueron hechos estos 

análisis químicos son las mismas en que muestran interés otros proyectos mineros en la alta 

montaña santandereana, ubicados dentro y fuera del Páramo. Este hecho adquiere relevancia 
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cuando los yacimientos mineros se ubican aguas arriba de las captaciones de agua del sistema de 

acueducto de Bucaramanga, situación que ilustra la inconveniencia de la actividad minera de 

metálicos (oro, plata o cobre) dentro de cuencas abastecedoras de agua” (Cabrera Leal & Fierro 

Morales, 2013, pág. 104) 

El páramo de Santander requiere un trabajo mancomunado que permita su 

recuperación como fábrica de agua y la descontaminación de los ríos y quebradas, pero a la vez 

requiere una transformación en la concepción del agua, en la relación entre el páramo, las 

ciudades y los municipios que dependen de él.  
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Acción colectiva por el agua y el territorio: Comité para la defensa del agua y del páramo 

de Santurbán  

“Por el agua canto, canto  

Por mi sangre soy cantor  

Por Santurbán me levanto 

Por la vida marcho yoò 2 

 

Agua y territorio  

¿Cuál ha sido el papel del agua en las movilizaciones realizadas en Santander y 

Norte de Santander en los últimos años? El agua se convierte en una reivindicación para los 

pobladores de estos departamentos, especialmente para los 32 municipios que dependen 

directamente del páramo de Santurbán para el acceso al agua incluidas las dos ciudades capitales. 

A la vez, el agua se convierte en un símbolo para desarrollar la acción colectiva presentes en 

diversas consignas y representaciones artísticas y culturales alrededor del páramo.  Se convierte 

así en una reivindicación social, que inicialmente se plantea como la garantía del acceso tanto al 

interior del comité como en los pobladores urbanos, pero que se va transformado al aumentar su 

coordinación con algunos de los pobladores del territorio del páramo y al avanzar los niveles de 

compresión tanto de los pobladores como del comité, hacia la concepción del agua como un 

derecho y bien común.  

                                                 
2 Consiga del comité por el agua y la defensa páramo de Santurbán invitando a la movilización del 15 de marzo de 

2013 
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Sin embargo, si la reivindicación social es el agua, la fuente de ella es un territorio 

en específico donde se tejen las relaciones con el agua, con la minería, con la agricultura y con 

los pobladores del páramo. El comité ha centrado su acción en la defensa del agua del páramo y 

por lo tanto en la defensa del territorio como la fábrica de dicho medio de vida, pero deja de 

lado, los otros componentes sociales, culturales y naturales que hacen presencia en el páramo, 

esto ha traído costos políticos como lo son la oposición al comité de los mineros de Vetas y 

California quienes además defiende la explotación de Eco Oro como su única oportunidad de 

desarrollo y el no apoyo de los campesinos de Norte de Santander que habitan el territorio al no 

existir una propuesta de actividad económica para ellos.  

Por lo tanto, entender el territorio va más allá de la visión conservacionista del 

ambiente sino de la historicidad del mismo, no puede negarse la existencia de minería artesanal 

en Santurbán desde el barequeo realizado por los indígenas inicialmente y por los pequeños 

mineros hoy considerados ilegales como las explotaciones agropecuarias de los campesinos. Esto 

implica a la vez reconocer el papel social de los mismos y su relación con el páramo de 

Santurbán.  

 

La lucha por el páramo de Almorzadero, un antecedente de la lucha actual   

A la defensa del páramo de Santurbán le antecede la lucha por su colindante en la 

alta montaña el páramo de Almorzadero en el cual desde finales del siglo XX, los campesinos 

generan resistencia al desarrollo de proyectos mineros. En la década de 1980, se llevaron a cabo 

las marchas campesinas para mejorar las condiciones en la atención en salud y  educación, 

infraestructura, apoyo a la producción de alimentos.  Posteriormente en la década de los noventa 
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se realizan luchas en defensa del páramo encabezadas por los habitantes del Cerrito para no 

permitir la entrada de la minería (Sandoval, 2012) 

Al respecto en el periódico desde Abajo se señala  

“Un importante antecedente de la resistencia a la minería en alta montaña es la lucha campesina 

contra un proyecto minero de carbón antracítico en el Páramo El Almorzadero. Desde hace dos 

décadas, en la provincia de García Rovira, en Santander, organizaciones sociales, comunitarias, 

campesinas, ambientalistas y de mujeres han mantenido un proceso para impedir que esta minería 

se establezca en las altas montañas del municipio de Cerrito. Aunque una empresa minera logró 

instalar sus campamentos y abrir seis módulos a comienzos de los 90, ante las promesas 

incumplidas de la empresa y los impactos ambientales que ya empezaban a evidenciarse con la 

sola instalación de las bocaminas, la comunidad dijo “basta a la minería en el páramo”, y decidió 

emprender una ardua defensa por el agua y por este complejo montañoso. 

Su respuesta era fruto de un importante proceso ambiental, popular y social que impulsaban 

organizaciones campesinas y ambientalistas, y algunos sacerdotes de la región. De hecho, su gran 

interés por los páramos les hace organizar varias e importantes actividades, entre ellas la IV 

Conferencia Internacional por los Páramos y Bosques de Niebla, realizada en Málaga en 1999, lo 

mismo que la Misión Internacional por los Páramos, realizada en 2002.” (Roa Avendaño, 2011) 

Por otra lado, la recolección de firmas para el referendo del agua y el trabajo 

político realizado para la mismo permite en Santander la articulación del comité regional en 

defensa del agua y de la vida que logra agrupa a diversos sectores, a la vez que se destacan la 

resistencia al uso del agua por parte de la industria avícola como para la construcción de la 

hidroeléctrica Rio Sogamoso (Roa Avendaño, 2011) 
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Cronología de la acción colectiva y del conflicto  

La presente cronología de la acciones realizadas por los diferentes actores 

involucrados en el conflicto: el comité por el agua y la defensa del páramo de Santurbán, el 

Estado y sus instituciones, las entidades territoriales, la multinacional Eco Oro, esta cronología 

se basa en la desarrollada en el libro Minería, Territorio y Conflicto en Colombia (Flórez Flórez, 

2012) y complementada hasta marzo de 2016 con el anuncio de la multinacional minera de 

demandar el país ante el fallo de la Corte Constitucional (Anexo 1).  

 

     2010. 

  

Febrero: el gerente del Acueducto Metropolitano de Bucaramanga, Germán 

Augusto Figueroa Galvis, al enterarse de la inminente aprobación de la EIA (evaluación de 

impacto ambiental) y de la licencia ambiental para el proyecto minero Angostura en el Ministerio 

de Medio Ambiente advirtió a los habitantes de la ciudad de Bucaramanga sobre el riesgo que 

podría ocasionar este proyecto.  

El sindicato de la empresa, Sintraemsdes, se encargó de alertar a los sindicatos y 

organizaciones sociales: CUT Santander, y las organizaciones que conforman inicialmente el 

comité en  defensa del páramo de Santurbán: Corporación Compromiso, Corambiente, Cordesco, 

Fundaexpresión, la Asociación Defensora de los animales y la naturaleza ADAN y la central 

ecológica de Santander  sobre los impactos ambientales del proyecto minero liderado por 

Greystar.  

Mayo: El día 13 la compañía minera aceptó una visita de miembros del comité y la 

procuraduría agraria y ambiental de Santander a la zona de exploración en California.  
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Junio: el comité solicita a Ministerio de Ambiente la convocatoria a una audiencia 

pública ambiental para cuestionar y discutir el EIA del proyecto Angostura. Este mismo mes se 

realiza la primera movilización contra el proyecto minero, donde participan 150 personas.  

Fruto de esta movilización y divulgación se unen al comité: CUT Santander, la 

liga de usuarios de los servicios públicos departamentales- SPD, el comité universitario por el 

agua. Adicionalmente se adelantan procesos de acercamiento con la Asamblea Departamental a 

través de los diputados Roberto Schmalbach del Polo Democrático Alternativo y Carlos Alberto 

Morales del Partido Liberal.  

Julio: el 29 se realiza una audiencia con la participación de universidades, ONG, 

el comité en defensa del páramo, la multinacional Greystar, algunos parlamentarios, la 

Defensoría del Pueblo, Ingeominas y los diputados, la cual genera fuertes debates en torno a la 

problemática de la explotación minera en el páramo.  

Al siguiente día la Asamblea Departamental por unanimidad decidió oponerse al 

proyecto minero Angostura.  

Nuevas adhesiones al comité: la Sociedad de ingenieros de Santander, la Sociedad 

de Mejora Públicas de Bucaramanga, La Universidad Santo Tomás, Facultad de Química 

Ambiental y Arquitectura.  

Agosto: La Fundación Participar realiza un foro con un sector de los dirigentes 

políticos y académicos del departamento de Santander. Igualmente la Sociedad de Ingenieros de 

Santander realiza un foro internacional sobre minería y páramos donde participan más de 400 

personas.   
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Se intensifico el trabajo en los barrios con las juntas de acción comunal, 

comerciantes, organizaciones barriales y las comunidades religiosas con el fin de ampliar la 

divulgación de la problemática y ganar opinión organizada a favor de las reivindicaciones del 

comité.  

Octubre: el 5 de octubre se realiza la segunda marcha en Bucaramanga con la 

participación de más de 5000 personas, como resultado la Federación de Comerciantes de 

Santander FENALCO se une al comité 

Noviembre: el 3 de noviembre se realiza la primera de las dos preaudiencias 

informativas en el municipio de California, este evento organizado por el Ministerio de 

Ambiente se caracterizó por la alta influencia en el mismo de la multinacional  y un constante 

acoso y señalamiento a los delegados del comité en defensa del páramo de Santurbán. Al día 

siguiente se repite la preaudiencia en el municipio de Vetas.  

Durante este mes se recogen las firmas del pliego verde (figura 6) y el 18 de 

noviembre se realiza la tercera movilización en Bucaramanga donde participan aproximadamente 

8000 personas. 

El 21 de noviembre se realiza la audiencia pública en el municipio de California 

para discutir la evaluación de impacto ambiental, a dicha audiencia los delegados del comité no 

pueden participar por falta de vías de acceso. El día 22 se realiza un foro convocado por la 

sociedad de mejoras públicas discutiendo principalmente las zonas de recarga hídrica y el rio 

Surata.  

Se busca invalidar la audiencia pública tras el rechazo de aplazamiento realizado 

por el comité para lo cual se recurre a acciones jurídicas.  
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Figura 6: Formato recolección de firmas pliego verde 

Fuente: Corporación compromiso.  

Diciembre: la Procuraduría le solicita al ministerio de Ambiente desarrollar una 

nueva audiencia pública esta vez en la ciudad de Bucaramanga como garantía de que los 

opositores al proyecto sean escuchados. Se continúan realizando las diinámicas barriales y 

sindicales, por último se realiza un balance y proyección del año 2011.  
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    2011.  

Enero: continuación de los trabajos barriales y en otros municipios circunvecinos.  

Febrero: convocatoria a la cuarta marcha a realizarse el 25 de febrero bautizada la 

gran marcha ya que contó con la participación de 40000 personas según el diario local 

vanguardia sin embargo el comité considera que los habitantes movilizados estuvieron alrededor 

de 45000 o 50000.  Además se realizó ese mismo día un plantón en el Ministerio de Medio 

Ambiente en Bogotá, además de movilizaciones en Cúcuta y Pamplona.  

Marzo: el 4 de marzo se realiza la segunda audiencia pública para discutir la 

evaluación de impacto ambiental presentada por Greystar donde participan más de 4000 personas  

y donde se presentan 480 ponencias de las cuales se realizan finalmente 27 intervenciones, en 

dicha audiencia el entonces gobernador de Santander Horacio Serpa se pronuncia en contra del 

proyecto Angostura igualmente lo hicieron los delegados de la alcaldía de Bucaramanga, la 

defensoría del pueblo, la procuraduría delegada para asuntos agrarios y ambientales, la 

Corporación autónoma de la meseta de Bucaramanga CDMB,  el personero del municipio de 

Vetas; por el contrario en dicha audiencia los alcaldes de Vetas y California expresaron su apoyo 

al proyecto minero. Sin embargo, la audiencia no logra terminar al presentarse enfrentamientos y 

es declarada suspendida.   

Ese mismo mes la Cámara de Comercio de Cúcuta, mediante un oficio le solicita 

al presidente Santos no otorgar la licencia ambiental al proyecto Angosturas ni a cualquier otro 

en el páramo de Santurbán.  

Igualmente la multinacional decide retiras los estudios de impacto ambiental 

inicialmente presentados en 2009 para obtener la licencia, para remplazar la explotación a cielo 

abierto por el sistema de socavón. Lo cual no implica que este desistiendo de su intención de 
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explotar el oro y la plata del páramo de Santurbán. Igualmente, al interior de la multinacional tras 

la gran marcha y la audiencia pública se surten cambios en su junta directiva en Colombia, hecho 

que también se refleja en el mercado con el precio de las acciones. 

Abril:  durante ese mes se desarrolla una reunión conjuntos entre las autoridades 

gubernamentales y ambientales de Santander y Norte de Santander que contó con la 

participación de las asambleas departamentales, CORPONOR y CDMB junto con algunos 

representantes de los gremios y la cual se determina la necesidad de la delimitación del páramo 

en particular en el territorio de la CDMB, para la declaratoria del Parque Natural Regional.  

Mayo: el 31 de mayo mediante la resolución 1015 el Ministerio de Medio 

Ambiente niega la solicitud de licencia ambiental a Greystar, dejando viva la posibilidad de 

presentar los estudios que les permita la extracción bajo la modalidad de socavón. Durante este 

mes Greystar tras la presión social cambia su razón social a Eco Oro con la intención de limpiar 

su nombre y crear un imaginario de minería responsable.  

Frente a la posible declaratoria de parque regional se plantean la discusión de las 

posibilidades económicas para los campesinos y pobladores de la provincia de Soto Norte, los 

cuales se dedican a la agricultura y la ganadería en el páramo. Para lo cual se integra una mesa de 

trabajo con participación de las organizaciones sociales.  

Junio: se realiza una segunda reunión para discutir la declaratoria del parque 

natural regional y la posibilidad de realizar una consulta popular en defensa del agua y del 

complejo de páramos Santurbán Almorzadero.  El comité en defensa del páramo asumió la labor 

de elaborar un borrador para la consulta popular.  
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Septiembre: se presenta la propuesta de consulta popular la cual es aprobada por 

las asambleas departamentales pero es negada por el tribunal administrativo.    

El diario Vanguardia registra el 8 de septiembre que la medida fue notificada al 

gobernador de Santander al no estar acorde a la ley y la constitución el texto inicialmente 

propuesto era ¿Está usted de acuerdo en que los ecosistemas esenciales en el ciclo del agua para 

el consumo humano en el departamento de Santander se declaren de manera inmediata por parte 

de las autoridades, como bienes de utilidad pública e interés común para su preservación, 

conservación y protección? (Vanguardia, 2011) 

 

    2013.  

 

Enero: declaran el parque regional en jurisdicción de la CDMB con una extensión 

de 11700 ha, permitiendo la continuidad de las explotaciones mineras a los proyectos que ya 

cuentan con licencia ambiental hasta que venza la licencia. (Reuters, 2013)  

Tras la declaratoria del Parque Natural Regional  Eco Oro afirmo que la limitación 

no impide el desarrollo del proyecto Angostura ya que los principales yacimientos se encuentran 

por fuera de la línea limítrofe. El comité en defensa del páramo de Santurbán rechazo la 

declaración de la multinacional al considerar que se pondría en riesgo los nacimientos de agua. 

(Eco Oro afirma que seguirá con proyecto de explotación en Santurbán, 2013) 

Febrero: 100000 voces por el agua (Figura 7). Esta acción colectiva es convocada 

en el mes de febrero por la asamblea del comité donde se reunieron más de 100 líderes de 

Santander y Norte de Santander así lo registro el observatorio de medios de comunicación e 

información, dicha convocatoria se realiza ante la declaratoria de CDMB de declarar el Parque 
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Nacional Regional Santurbán con una extensión de 17000 ha, la cual el comité considera una 

burla y una cortina de humo para permitir el avance de la gran minería en el páramo ahora en 

socavón, al respecto un docente de Bucaramanga señala:   

“Uno de los grandes problemas que tenemos que aclararle a la gente es que ese Parque Minero no 

protege el Agua de nosotros, yo me pregunto: ¿cómo es posible que se engañe a la gente con esa 

decisión cuando por ejemplo el Proyecto Angosturas, el más ambicioso entre los ambiciosos, el 

más contaminador, haya quedado libre para ser explotado porque los límites del Parque Regional 

Santurbán no lo cubren? El mini-parque, el Santurbancito, ese no es nuestro objetivo, sino la 

protección de toda el agua y todos los ecosistemas que se necesitan para que ella viva, así estén 

dentro o fuera del parque, dentro o fuera del páramo.” (Observatorio de medios de 

comunicación e información, 2012) 

 

Figura 7: convocatoria a la movilización 

Fuente: https://justiciaambientalcolombia.org/2013/02/03/asamblea-del-comite-de-santurban-define-100mil-voces-por-el-agua/ 

https://justiciaambientalcolombia.org/2013/02/03/asamblea-del-comite-de-santurban-define-100mil-voces-por-el-agua/
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Los objetivos de la convocatoria fueron:  

“la exigencia de (frenar) toda actividad de las compañías mineras en la zona de Santurbán, 

incluyendo actividades de explotación, exploración y estudios de pre-inversión; la protección 

íntegra de las fuentes, responsabilidad que le cabe al Estado Colombiano, habida cuenta del 

Derecho Humano al Agua reconocido mundialmente; y denunciar la actitud permisiva y 

negligente de las autoridades ambientales en cabeza de la CDMB quienes con su declaratoria de 

Parque Regional Santurbán ponen en riesgo este ecosistema.” (Observatorio de medios de 

comunicación e información, 2012) 

Marzo: El 15 de marzo se realiza la marcha 100000 voces por el agua en 

Bucaramanga, Pamplona y Cúcuta, ese mismo día los mineros de Vetas y California  marchan 

bajo el argumento que la minería es su único sustento. (Marchas a favor y en contra de la minería 

en Santrubán, 2013) 

Julio: Se realizan reuniones entre la CDMB y CORPONOR para articular el plan 

de manejo del páramo de Santurbán y definir las estrategias a seguir. (Definifidas estrategias por 

el Páramo de Santurbán, 2013) 

Funcionarios de la Corporación Autónoma Regional para la Defensa de la Meseta 

de Bucaramanga (CDMB) fueron amenazados en la zona rural de Suratá cuando realizaban unas 

encuestas de demografía laboral y social. (Funcionarios y lider comunal fueron amenazados en 

Santurbán, 2013) 

Septiembre: La Ong Franciscans International, en la sesión de la ONU realizada el 

día 19 de septiembre denuncio la situación de amenaza que representa la no delimitación del 

páramo de Santurbán debido a la falta de voluntad política del gobierno colombiano. La 
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denuncia fue respaldada por: el congreso ambiental de Santander y el Comité para la defensa del 

agua y el páramo de Santurbán. (Llevan a la ONU caso de Santurbán, 2013) 

Noviembre: En el cuarto día del mes se estrena en la UIS el documental “lo que la 

tierra no perdona” que en sesenta minutos busca reflejar lo sucedido con el conflicto socio 

ambiental del páramo con la intervención de los diferentes actores sociales implicados. El 

documental es realizado por cinco docentes de la escuela de cine y televisión de la Universidad 

Nacional, sede Bogotá. (Sanabria, 2013) 

El Ministerio de Minas y la Agencia Nacional Minera, recomiendan al ministerio 

de medio ambiente la necesidad de respetar los derechos adquiridos por las empresas mineras, 

que tienen título de exploración especialmente los títulos de Eco Oro, debido a las cláusulas del 

TLC firmado con Canadá que implicaría, de ser violadas sanciones jurídicas al país. (Ahumada, 

2013). Igualmente la Procuraduría general de la nación, recomienda al ministerio de medio 

ambiente que el norte debe ser el componente ambiental, incluir el componente social y la 

participación ciudadana. (Procuraduría hace sugenrencias sobre la delimitación del páramo 

Santurbán, 2013) 

 El Ministerio de Medio Ambiente anuncio que la adopción de la delimitación del 

páramo se realizará de manera concertada con la comunidad, partir de la realización de mesas en 

los siguientes dos meses.  

Diciembre: El día 20 se realiza la primera de las tres mesas de concertación de la 

delimitación del páramo de Santurbán, donde paradójicamente la ministra afirma que no se darán 

a conocer los límites que el gobierno ya estableció a pesar de la solicitud de las autoridades 
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municipales y los líderes sociales. (Pedirán al gobierno revelar los límites del páramo de 

Santurbán, 2013) 

                                                                                                                                                                  

    2014.  

  

Enero: En la segunda mesa de concertación para la delimitación del páramo, se 

anunció el pago por servicios ambientales tanto para los acueductos como para las empresas 

privadas, recursos que serían usados para el pago a los campesinos dedicados al cuidado del 

ecosistema. (Empresas harán pagos para proteger el páramo de Santurbán, 2014) 

Marzo: la ministra de Medio Ambiente anuncia la delimitación de 44000 ha del 

páramo de Santurbán donde no se podrán realizar ni actividades agropecuarias ni mineras. 

Asegurando que esa era “la solución al típico conflicto entre lo ambiental y el desarrollo que 

debaten tanto el país y el mundo” (Amat, 2014) 

Abril: Un día después del anuncio de la delimitación del páramo de Santurbán 

dirigentes de Vetas y California anuncian demandas por considerar la violación al derecho al 

trabajo y a una vida digna. (Anuncian demanda a delimitación del páramo de Santurbán, 2014) 

Junio: El ingeniero Gonzalo Peña revela un estudio en el cual señala que las 

exploraciones subterráneas pondrían en riesgo el ecosistema por el grado de fracturación de las 

rocas en la zona sumado a las excavaciones que generan aguas acidas a partir de minerales como 

las piritas y arsenopiritas las cuales contienen arsénico. (Alertan sobre posible contaminación por 

exploraciones en Santrubán, 2014) 

Julio: El gobernador de Santander le pide al gobierno nacional acelerar la 

delimitación del páramo debido al aumento de las actividades de minería ilegal en el páramo. 
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(Márquez, 2014). En el municipio de California a partir del a emisión de una alerta por la ANLA 

cierra cuatro minas propiedad de las multinacionales. (Por explotación ilegal ordenan cierre de 

minas en Santurbán, 2014) 

Agosto: Ante la salida de Luz Helena Sarmiento del Ministerio de Medio 

Ambiente, tanto ambientalista como mineros piden celeridad en la delimitación del páramo. 

(Relevo en Minambiente genera incertidumbre en Santurbán, 2014) 

Diciembre: el Ministerio de Medio Ambiente basado en los estudios del instituto 

Humboldt emite la resolución  2090 de 2014 (Anexo 1) de delimitación del páramo sobre los 

3100 metros de altura sobre el nivel del mar. El ministro Gabriel Vallejo revelo en Bucaramanga 

el mapa de la delimitación del Páramo de Santander (Anexos 3 y 4) asegurando que la extensión 

resguardada corresponde al 76% del páramo ente los 3000 y 3500 metros de altura sobre el nivel 

del mar. (Cultivadores de cebolla y papa, por fuera de delimitación de Santurbán, 2014) 

Al respecto Alberto Castilla senador del PDA señala cinco aspectos principale s : 

primero la delimitación a esa cota de altura reduce en un 50% el área del páramo en relación con 

el atlas de paramos que establece la cota de altura a los 2800 m, segundo que las zonas de 

restauración y uso sostenible en ultimas permiten el desarrollo de la actividad minera, la 

validación de títulos mineros obtenidos antes de febrero del 2010, lo que permitirá el desarrollo 

de la minería incluso en la zona delimitada, pero si se restringe la actividad agropecuaria, el pago 

por los servicios ambientales el cual es señalado como un mecanismo para la comercialización 

de la fauna y la flora, la entrega de todas las competencias ambientales a las corporaciones 

autónomas incluyendo que se le adjudica un sector a la corporación autónoma de Santander que 

no poseía dicha responsabilidad y por último la no participación de las organizaciones sociales 

en el proceso de delimitación de Santurbán. (Castilla, 2015) 
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En la editorial del periódico El tiempo se señala la delimitación como un referente 

para la definición de los 34 páramos restantes, a la vez que señala la necesidad del 

acompañamiento del Estado y la generación de alternativas a los pobladores del Páramo. (Humo 

blanco en Santurbán, 2014).  

Eco  Oro afirmo al diario El tiempo que "la evaluación inicial de la compañía 

indica que esta demarcación puede afectar en cierta medida la explotación del yacimiento 

Angostura según lo previsto anteriormente por la Compañía…se está evaluando como se 

desarrollará el proyecto…y esto incluirá la evaluación de varios parámetros técnico-económicos 

como la ley de corte, las tasas de producción, los enfoques mineros y metalúrgicos, el acceso a 

los recursos de profundidad adyacentes y en el diseño general de infraestructura” (Eco Oro 

admite que delimitación de Santurbán los "afectaría", 2014) 

Los miembros del comité en defensa del páramo señalan  a los medios de 

comunicación que la delimitación del páramo es “el engaño más grande en la historia ambiental 

del país” (Santurbán, objeto de disputa por límites, 2014) 

 

   2015. 

Marzo: como efecto de la delimitación del páramo, el diario El tiempo afirma que 

se ha potenciado la minería ilegal en el páramo a pesar de los sellamientos realizados en las 

bocaminas, fruto de esta minería ilegal fallece una persona. A la vez se señala que la 

incertidumbre en el proceso de delimitación de tres  años provoco que las empresas extranjeras 

abandonaran la exploración y despidieran alrededor de 1000 trabajadores. (Murió minero ilegal 

en mina de oro que estaba sellada en Santurbán, 2015) 
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Eco Oro afirma que la delimitación establece que hay ciertas áreas en donde se 

puede llevar a cabo la minería, para lo cual están analizando la cartografía y coordenadas de la 

delimitación a lo cual el ministro de medio ambiente agrega que los títulos mineros que tengan 

licencia ambiental podrán explorar hasta cuando expiren sus permisos oficiales. (Murió minero 

ilegal en mina de oro que estaba sellada en Santurbán, 2015) 

Abril: Realización de la audiencia pública en el congreso de la república con la 

participación de algunos congresistas del PDA y Alianza Verde, el comité por el agua y la 

defensa del páramo de Santurbán, delegados de los mineros de Vetas y California, 

ASOQUIMBO y delegados de: el Ministerio de Medio Ambiente, el instituto Humboldt y el 

Ministerio de Minas y Energía con el fin de debatir la problemática ambiental de varias regiones 

del país y analizar la delimitación del páramo de Santurbán.  

El día  24 de abril nuevamente el comité en defensa del páramo de Santurbán 

realiza una movilización esta vez centrada en rechazar la delimitación realizada del páramo, lo 

cual ha generado polémicas entre los convocantes y los pobladores del territorio, estos últimos 

aseguran que los intereses de los convocantes son electorales y no responden al interés de 

preservar el ecosistema, a la vez que se critica la participación del Acueducto Metropolitano de 

Bucaramanga (AMB) ya que invito a la marcha a través de los recibos de pago como se señala en 

el diario El tiempo. (Páramo de Santurbán no está totalmente protegido, dicen ambientalistas, 

2015) 

Julio: El colectivo de abogados Luis Carlos Pérez y el comité en defensa del 

páramo interponen una acción de tutela  pidiendo la derogación de la delimitación del páramo 

basándose en la no participación de los diferentes actores sociales en dicho proceso. (Santamaria, 

2015) 
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La acción de tutela interpuesta por el colectivo de Abogados Luis Carlos Pérez y 

el comité en defensa del páramo de Santurbán, que buscaba la revisión de la delimitación del 

páramo, falla en contra de los demandantes los cuales impugnaron la decisión ante el Consejo de 

Estado. Por otro lado el Ministerio de Medio Ambiente y el gerente del proyecto de Santurbán 

señalan que en la delimitación no se cometió ninguna anormalidad ni se vulnero el derecho a la 

participación. (Ambientalistas insisten en revisión de delimitación en Santurbán, 2015) 

Julio: Los congresistas del PDA: Alberto Catilla, Alirio Uribe, Iván Cepeda y 

Víctor Javier Correa junto a la Cumbre Agraria, Campesina, Étnica y Popular demanda por 

inconstitucionalidad parte del articulado tanto de la Ley 1450 Plan Nacional de Desarrollo 2010 -

2014 y la Ley 1753 de 2015 Plan Nacional de Desarrollo 2014- 2018, dichos artículos están 

relacionados con la permanencia de títulos mineros en ecosistemas estratégicos para la nación, la 

vulneración a la consulta previa las comunidades indígenas y afrodescendientes, la creación de la 

figura de Áreas de Reserva Estratégicas Mineras y el Sistema de Proyectos de Interés y 

Estratégico.  

 

    2016.  

Enero: el exdirector de CDMB, Ludwing Arley Anaya, considera que la 

delimitación del páramo de Santurbán es la experiencia piloto para la delimitación de al menos 

32 páramos del país, dicha limitación deja una deuda muy grande y es la deuda social con las 

4000 familias que habitan el páramo “Desde el primer momento planteamos la necesidad de 

generar un documento Conpes que beneficie a las 4.000 familias que tradicionalmente han 

habitado en el páramo, porque son ellas quienes asumen el principal impacto que conlleva la 

conversión de sus actividades” (Piden un Conpes para protección del páramo de Santurbán, 
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2016). A la vez señala que desde la delimitación del páramo se han invertido 5000 millones de 

pesos en programas ambientales, la formalización de la minería y la conversión a tecnología 

limpia pero que es necesario avanzar en la zonificación del páramo.   

Febrero: El ocho de febrero la Corte Constitucional emite la sentencia C- 035 de 

2016 (Anexo 2),  declarando inexequible la permanecía de los títulos mineros en los páramos y 

la necesidad de generar mecanismos de participación para la creación de las áreas estratégicas 

para la minería. Ante la sentencia de la Corte Constitucional, el comité señala que las acciones 

desarrolladas para la protección del páramo han sido insuficientes, como lo registra el diario El 

tiempo (Expectativas superan las realidades en Santurbán, 2016) a estos señalamientos se unen 

los mineros de la provincia de Soto los cuales anotan que tras más de un año de la delimitación 

del páramo no se han tomado definiciones frente a la suerte de la minería artesanal.  

Marzo: la multinacional Eco Oro, anuncia que va demandar internacionalmente al 

Estado Colombia por los daños y perjuicios ocasionados en el marco del tratado de libre 

comercio con Canadá.  

 

Oportunidades y riesgos del accionar   

En los siguientes apartados se realiza un análisis del ejercicio de acción colectiva 

alrededor de la defensa del agua y el páramo de Santurbán que se ha realizado desde el año 2010 

hasta la actualidad, dicha observación parte de las categorías de la movilización de recursos, 

específicamente tomando como referente la oportunidad y riesgo del accionar en lo político, lo 

jurídico,  lo simbólico y lo social, a la vez se toman elementos como participación de la mujer, la 

relación con la naturaleza, la identidad y la estructura en red de la acción colectiva.  
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    Oportunidad política.  

  

En el año 2011 Duque denomina al debate del páramo de Santurbán como “El 

primer palo sólido en las ruedas de la locomotora minera y se convierte en un caso emblemático 

para la defensa de los páramos en todo el territorio nacional” (Duque, 2011).  Hoy existen en 

Colombia por lo menos cien casos de conflictos socioambientales donde las comunidades tanto 

indígenas, negras, campesinas y urbanas entran en disputa con el Estado y las grandes 

multinacionales mineras en ultimas para definir cuál debe ser el uso del suelo y del subsuelo y 

quienes deben primar sobre el bien común del agua.  

En Santurbán ha existido minería artesanal y está en cuatrocientos años no había 

generado tales grados de movilización y acción colectiva, que si surge con el proyecto Angostura 

que usaría 30000 ha3 de las cuales alrededor del 50% se encuentran en la zona considerada 

páramo.  

La denuncia inicial de la posible expedición de la licencia ambiental para la 

explotación realizada por el sindicato del acueducto metropolitano de Bucaramanga, es 

catapultada por las cinco organizaciones fundadoras del comité por el agua y el páramo de 

Santurbán, bajo la consiga “agua si, oro no” que recogía la incertidumbre frente al 

abastecimiento de agua potable no solo para el área metropolitana sino para los dos millones y 

medio de habitantes de Santander y Norte de Santander que se benefician del agua del páramo de 

Santurbán. Esto se evidencia en la capacidad de movilización desarrollada en seis meses pasando 

de 150 personas a alrededor de 45000. A la vez, esta consigna reflejaba la punta del iceberg de 

los conflictos socioambientales del país ante la expedición de licencias si mayores estudios para 

permitir el desarrollo de la denominada locomotora minera.  

                                                 
3 Cifras de Eco Oro  
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Por lo tanto el rechazo social a la extracción de oro a cielo abierto en el páramo de 

Santurbán salta del plano regional a un debate político nacional que empieza a visibilizar los 

diversos conflictos en todo el territorio nacional y sobre todo a evidenciar la incapacidad 

institucional frente a una política ambiental que permitiera la conservación del recurso hídrico.   

En este marco el comité gana: nuevos integrantes, un reconocimiento regional y 

nacional, alianzas con sectores políticos de Santander y Norte de Santander, primero en la 

Asamblea Departamental, posteriormente con los alcaldes de algunos municipios y con el 

gobernador de Santander. Sin embargo, en el proceso también se van formado sus principales 

detractores las poblaciones de los municipios de Vetas y California que ante la petición del 

comité de que no se permitiría ninguna forma de extracción del oro los ven como 

“ambientalistas” que amenazan su forma de vida y sobre todo con el único sustento económico 

que conocen.  

De esta forma tanto el conflicto socioambiental de Santurbán, como la 

movilización social generada a su alrededor logra alterar el proceso político de la región y 

ejemplo a seguir para los otros 34 páramos donde existen también licencias expedidas.  

El comité por el agua y la defensa del páramo denuncia el vacío legal por la falta 

de delimitación del ecosistema, convirtiendo a Santurbán el primer páramo delimitado a una 

escala 1:25000. Sin embargo, el debate político alrededor de la explotación de oro en los 

ecosistemas de páramos en el país está aún lejos de resolverse, a pesar de la delimitación 

realizada tras tres años de estudios, que deja en pie las licencias ya expedidas, y que deja un 

sabor agridulce no solo en el comité sino en los habitantes del territorio y que evidentemente se 

modifica con la sentencia de la Corte Constitucional.  
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Políticamente el logro del comité ha sido cambiar las relaciones de poder en la 

definición de la política minera y ambiental del país, ante la propiedad del Estado del subsuelo y 

sus decisiones unilaterales en la entrega del territorio nacional a las multinacionales con los 

títulos mineros, el comité como eje organizador ha logrado colocar en el campo de la disputa 

entre el gobierno y sus intereses de inversión extranjera y del otro lado al pueblo colombiano: la 

definición del uso del suelo, del subsuelo y del agua no solo para el caso de Santurbán sino en 

todos los conflictos socioambientales surgidos en el país en la última década. Dichos cambios en 

la relación de poder, deben concretarse y avanzar con la aplicación de la sentencia de la Corte 

Constitucional donde la capacidad de movilización y acción colectiva serán esenciales.  

 

 

    Oportunidad jurídica.   

 

La acción colectiva,  ha sabido aprovechar, primero el vacío jurídico en la 

restricción de la minería al no existir delimitaciones de los ecosistemas de páramos, segundo la 

falta de participación ciudadana real en la definición del uso del suelo y del agua, y tercero el 

reivindicar el agua como un derecho y un bien común. 

Con relación a la delimitación del ecosistema se convierte en la reivindicación 

concreta del comité una vez realizado el proceso de denuncia, dicho proceso de delimitación 

toma alrededor de tres años comenzando con la creación del Parque Natural Regional en la 

jurisdicción de CDMB, pero que gracias a la movilización denominada 100000 voces por el 

agua, traslada la discusión a lo nacional, comprometiendo al Ministerio de Medio Ambiente a 

realizar dicha delimitación en todo el complejo del páramo y no sectorizado por las tres 
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corporaciones autónomas para lo cual encarga al Instituto de Investigación Humboldt para los 

estudios y la generación de la cartografía en una escala 1:25000.  

Sin embargo, dicha reivindicación al postergarse en el tiempo genera 

incertidumbre tanto en las comunidades y municipios dependientes del agua del páramo como en 

los habitantes del territorio que ante los diferentes anuncios de las restricciones en el área 

delimitada ven amenazados su sustento económico basado en la agricultura, ganadería y minería. 

Este tiempo en la definición de la limitación también causa la suspensión en las actividades de 

exploración de las multinacionales, generando en el discurso la idea que el despido de 1000 

trabajadores fue responsabilidad de los ambientalistas.   

En el territorio nacional se genera una gran expectativa ante los anuncios del 

Ministerio de Medio Ambiente al afirmar que la delimitación de Santurbán será el modelo a 

seguir para la delimitación de los otros 34 páramos y que permitiría la solución de los conflictos 

ambientales. Sin embargo, la delimitación emitida está muy lejos de poder terminar los 

diferentes conflictos ambientales al no dejar satisfecho a ninguno de los actores involucrados: los 

sectores agrupados en el comité consideran que la delimitación no permite la preservación del 

páramo y por lo tanto no garantiza el derecho al agua debido a la materialización de la garantía 

de explotación a las licencias entregadas antes de febrero 2010, algunas de ellas con títulos en el 

área del páramo y segundo al permitir la minería en la denominadas zonas de recuperación, 

donde se encuentran la mayoría de títulos mineros. A los campesinos, les restringe las 

actividades agropecuarias tradicionales, llevándolos a procesos de reconversión o al despojo de 

sus territorios. En el caso de Vetas su casco urbano y el 80% de su territorio quedan dentro de la 

línea limítrofe generando incertidumbre y la idea del  desplazamiento masivo de su comunidad al 

no tener alternativas económicas. Las multinacionales, salen muchísimo mejor libradas por la 
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garantía de explotación por la licencia ya obtenida y al encontrarse sus bocaminas por debajo de 

la línea limítrofe trazada.  

Sin embargo, la posibilidad de explotar  hasta la finalización del título minero, es 

derrotada a través de otro mecanismo jurídico, la sentencia de la Corte Constitucional ante la 

demanda a los artículos del plan de desarrollo que permitían dicha excepción encabezada por los 

congresistas del PDA y la Cumbre Agraria, Campesina, Étnica y Popular.   

La sentencia de la Corte, a la vez garantiza la participación ciudadana real tanto 

para la expedición de licencias ambientales como para el ordenamiento del territorio y las 

modificaciones del uso del suelo y del subsuelo para la consolidación de las áreas estratégicas 

mineras.   

La acción colectiva desarrollada en Santander y Norte de Santander, permito 

generar la suficiente movilización de recursos y presión política obligando a los ministerios de 

Minas y de Medio Ambiente a realizar las dos audiencias públicas para la discusión del proyecto 

Angostura, sin embargo, dichas audiencias no fueron de carácter decisorio ni vinculante, lo cual 

debe ser transformado con la sentencia de la Corte sin que desaparezca el componente de 

movilización social para que efectivamente sean las comunidades las que decidan sobre el futuro 

de sus territorios.  

Por último la oportunidad jurídica relacionada con el agua como derecho y bien 

común ha empezado a ser desarrollada por el comité por el agua y la defensa del páramo de 

Santurbán en la medida de pasar de la reivindicación del abastecimiento hídrico de los 

acueductos metropolitano y municipales a entenderla como un medio necesario para la vida.  
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    Oportunidad simbólica.  

 

El agua también se ha convertido en el símbolo de la lucha por el páramo de 

Santurbán, está presente en toda la propaganda del comité por el agua y la defensa del páramo de 

Santurbán, en sus dos consignas” agua si, oro no” y “salvemos el agua, salvemos la vida” pero en 

estos seis años de expresiones colectivas también ha sido el eje de expresiones artísticas como la 

marcha carnaval con comparsas y carrozas con referencia al tema, las fotografías de desnudos en 

el páramo, sumado a las coplas y canciones que hacen parte de las manifestaciones. 

La resignificación del agua, ha generado un proceso de identidad con el medio de 

vida pero también con el territorio, dicha identidad ha generado un sentimiento de la necesidad 

de luchar por el mismo, viendo la explotación minera como su mayor amenaza, lo cual se refleja 

en la participación masiva en las acciones convocadas por el comité.  Generar estos procesos de 

identidad es un primer paso en la transformación en la relación con la naturaleza abandonando la 

visión de la misma como la despensa de recursos para el hombre para comprender que de la 

relación con nuestros ecosistemas depende el futuro de la vida misma.  

La construcción en red del comité ha sido posible al ubicar al agua como ese 

símbolo central capaz de articular procesos, lo principal para hacer parte del comité ha sido estar 

de acuerdo con la defensa del agua, esto le permitió al comité no solo crecer en términos del 

número de organizaciones participantes del mismo, sino en ganar una alta capacidad de 

movilización de recursos en la región.   
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    Oportunidad social. 

  

El comité en estos seis años ha logrado ser el centro de la coordinación colectiva 

de todas las acciones de movilización y jurídicas con una influencia primero de carácter regional 

pero también logro convertirse un referente de lucha a nivel nacional y en una talanquera para el 

desarrollo de la locomotora minera. El comité se transformó de ser un espacio de pocas 

organizaciones ambientalistas en Bucaramanga a ser una convergencia amplia de todos los 

procesos, organizaciones y personas que querían defender el agua, no solo del área metropolitana 

de Bucaramanga, sino de Santander y Norte de Santander.  

Para esto el comité se ha desarrollado como una red (Figura 8) con dos 

capacidades importantes: la capacidad de coordinar y llevar a cabo múltiples acciones tanto de 

denuncia, movilización y jurídicas que le han permitido frenar el desarrollo del proyecto 

Angostura. Dicha red ha logrado a su interior: que ninguno de los procesos participantes de la 

misma pierda su identidad como organización, una horizontalidad en la toma de decisiones, 

especialmente por medio de asambleas y por lo tanto no existe una estructura jerarquizada al 

interior del comité, existiendo la figura de vocerías que tienen como finalidad ser la voz en las 

diferentes relaciones y alianzas con otros sectores, la interlocución con el gobierno tanto regional 

como nacional y los medios de comunicación. 

La participación de intelectuales en la red organizados en la sociedad de 

ingenieros de Santander y en el grupo de docentes de la UIS, la Universidad de Pamplona y la 

Universidad Santo Tomás ha sido fundamental en el desarrollo del mismo, porque permitió a 

través de un análisis científico sobre todo en los estudios geológicos y de aguas del páramo dar 

un mayor sustento del porque no permitir el desarrollo de grande proyectos mineros en el área de 
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páramos, pero este es un primer paso, la investigación del páramo aún es muy baja, la cual debe 

seguirse desarrollando de forma comprometida con la defensa del agua y del páramo.   

La participación de la mujer se debe resaltar por que han sido fundamentales en el 

desarrollo de esta acción colectiva no solo por su participación directa en la red del comité y en 

sus organizaciones participantes, como en las vocerías del mismo, sino en la acción colectiva 

misma, la participación en las movilizaciones, en la denuncia y sobre todo en la resignificación 

de la vida misma. 

  

     Estructura en red del comité.  

 

El comité fue creado en el año 2000, con la finalidad de proteger el ecosistema de 

páramo de Santurbán  con la participación de: Corporación Compromiso, Corambiente, 

Cordesco, Fundaexpresión, la Asociación Defensora de los animales y la naturaleza ADAN. En 

los años 2010 y 2011 ingresan al comité: Sindicato del acueducto de Bucaramanga 

(simtraemdes), Sindicato de alcantarillado de Bucaramanga, Central unitaria de trabajadores 

CUT regional Santander, Organizaciones estudiantiles UIS ( FEU, ACEU, OCE y FUN 

Comisiones), liga de usuarios del departamento SPD, la Sociedad de Ingenieros de Santander, 

docentes de las universidades: Pamplona, UIS y de la Santo Tomás, Sociedad de mejoras 

públicas de Bucaramanga,  también se realizan alianzas con Alianzas con el Polo democrático 

alternativo, y  el partido liberal a través de los diputados de la asamblea  de Santander, 

posteriormente ingresa  la Federación nacional de comerciantes de Bucaramanga (FENALCO) y 

el movimiento conciencia ciudadana. (Figura 8) 
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El comité logra generar equipos del comité en Cúcuta y al menos 10 municipios 

más, realizando el proceso de denuncia e invitando a la vinculación haciendo uso de las formas 

organizativas de las Juntas de Acción comunal, y de la red de distribución de la facturación del 

Acueducto y las comunidades religiosas.  Igualmente el comité logra generar incidencia en las 

Asambleas Departamentales de Santander y Norte de Santander, exponer la problemática y sus 

reivindicaciones en el congreso de la república, generar articulación otros procesos a través de 

CENSAT Agua Viva y RECLAME (Red colombiana Frente a la Gran 126Minería 

Transnacional) e internacionalmente con varias ONG ambientales.  
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Figura 8: Estructura en red, alianzas e influencia 
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La acción colectiva por el agua, retos y perspectivas 

El interés del gobierno nacional en desarrollar su política económica basada en la 

extracción de minerales e hidrocarburos, siguiendo como modelo de desarrollo a Chile a partir  

de generar una confianza que aumente la inversión extranjera directa ha sacado a la luz la poca 

institucionalidad en política minera existente en el país, donde no existen los mecanismos 

necesarios para garantizar una rigurosidad en los estudios de solicitud de títulos mineros, un 

conocimiento de la riqueza de nuestros minerales y un control efectivo en las cantidades y 

volúmenes extraídos. Adicionalmente, aunque la inversión extranjera directa ha venido en 

crecimiento en los últimos años especialmente en el reglón minero, esto no se ha revertido en el 

bienestar común de la sociedad colombiana, debido por una parte a que la renta minera que se 

obtiene se ve reducida a las regalías gracias al régimen de excepción, lo que no permite que los 

territorios involucrados en la extracción perciban ingresos directos, por otro lado la generación 

de empleo y las condiciones laborales son inferiores con relación a otros renglones económicos 

como la agricultura.  

Adicionalmente, la renta minera en muchos casos no alcanza para pagar los 

servicios ambientales de los ecosistemas, con relación a la disponibilidad del agua, su calidad, la 

pérdida de biodiversidad, entre otros. Por lo tanto, transformar la institucionalidad minera  es un 

imperante pero esto por sí mismo se requiere un cambio en el enfoque de la extracción de los 

minerales y los hidrocarburos.  

La falta de institucionalidad también se refleja en la política ambiental del país, la 

cual aunque recoge los tratados y protocolos internacionales al analizar los instrumentos de 

aplicación de dichas políticas se evidencia lo mucho que falta por realizar en materia medio 
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ambiental en los territorios. Para el caso de los páramos, después de la ardua movilización 

realizada alrededor del páramo de Santurbán, el Ministerio de Medio Ambiente decide iniciar su 

política de delimitación de páramos en dicho territorio, tras tres años de estudios, la delimitación 

emitida deja a los campesinos sin actividades productivas que desarrollar pero deja las puertas 

abiertas a las multinacionales mineras no solo con las licencias ya expedidas sino con la 

posibilidad de desarrollar actividades mineras en las zonas de recuperación del páramo.    

La problemática generada por la falta de institucionalidad minera y ambiental 

sumado a los intereses de las multinacionales y al enfoque de la política extractivista ha florecido 

múltiples conflictos socioambientales en el país donde la lucha por el territorio y el agua son el 

factor en común. Los conflictos socioambientales también se reflejan en la disputa por el uso de 

suelo y del subsuelo, la necesidad de una participación real en la decisión de la extracción minera 

a gran escala, los procedimientos para la expedición de las licencias y los títulos mineros, las 

posibilidades de despojo de sus territorios, la existencia de la minería artesanal y la minería 

ilegal. La sentencia de la Corte constitucional (Anexo 2) intenta zanjar en algunos aspectos 

dichos conflictos al menos con la declaratoria de inconstitucionalidad de mantener las licencias 

ya expedidas antes de febrero del 2010. 

El comité por el agua y la defensa del páramo de Santurbán es un ejemplo de las 

acciones colectivas que las comunidades están desarrollando a nivel nacional denunciando los 

intereses de las multinacionales mineras y generando diversos mecanismos para la defensa de sus 

territorios. La estructura en red del comité demuestra lo que este tipo de estructuras orgánicas de 

tipo horizontal permiten la participación de diversas posturas políticas, tipos de organizaciones, 

que convergen en un interés en común, dicha red ha permitido una influencia regional y nacional 

que le ha permitido por un lado ser un referente en la lucha contra la megamineria en los 
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ecosistemas estratégicos y generar una lucha reivindicativa para revocar las licencias mineras 

expedidas  en el páramo de Santurbán.  

Con relación a la principal reivindicación del comité que ha consistido en una 

delimitación que garantice la conservación del agua y la calidad de la misma, lo cual implica 

revocar los títulos mineros expedidos en el ecosistema estratégico. En ese camino el comité ha 

logrado: que Eco Oro retirará su propuesta para realizar minería en cielo abierto, sin embargo, la 

propuesta de explotación por socavón no elimina los impactos ambientales; la realización de las 

audiencias públicas que permitieron la denuncia de los riesgos de la explotación pero dichas 

audiencias no logran ser de carácter decisorio. Frente a la delimitación logran que el Ministerio 

de Medio Ambiente concentre en sus esfuerzos en la delimitación del complejo de Santurbán, sin 

embargo la delimitación definida no toca sustancialmente ni los intereses de la multinacional ni 

la aplicación de la política extractivista del actual gobierno.  

Estas ganancias parciales del comité por el agua y el páramo de Santurbán y de los 

miles de ciudadanos que se han movilizado, demuestran la necesidad de articulación con los 

demás procesos e iniciativas a nivel nacional, dicha articulación, debe permitir la participación 

de amplios sectores, organizaciones y posiciones políticas avanzando en la construcción de un 

movimiento socioambiental que logren incidir en la redefinición de la política extractivista 

reflejada en la modificación del código minero y en un ordenamiento ambiental que garantice el 

agua como un derecho y un bien común. Este tal vez sea el mayor reto tanto para el comité por el 

agua y la defensa del páramo de Santurbán como a los demás procesos y organizaciones 

alrededor de los conflictos socioambientales del país.  

Como reto para futuras investigaciones queda analizar como los ejercicios de 

acción colectiva desde la dimensión ambiental pueden y logran transformarse en resistencias en 
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y desde los territorios, generando a la vez alternativas al poder y la dispersión del mismo; este 

trabajo demuestra que la acción colectiva tiene un límite y es la confrontación a la política estatal 

y que su ganancia por lo tanto se centra en contener dicha política desde los escenarios de la 

democracia participativa. Sin embargo, transformar la política económica hoy centrada en el 

extractivismo requiere de otro tipo de democracia y de ejercicios de poder desde el lugar, el 

territorio sumado a una amplia movilización social donde lo ambiental se transforma en un eje 

fundamental no solo desde lo reivindicativo sino para la construcción de otra Colombia posible.  
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